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La presente investigación tiene por objeto dilucidar, dentro del contexto de un 
comercio globalizado, del ingreso de Chile a la OCDE y la dictación de la ley 20.630, la 
siguiente interrogante: ¿Estas son suficientes para mejorar nuestra normativa en Precios 
de Transferencia? Respuesta, que esperamos poder encontrar al final de nuestra 
investigación. 
En un primer acercamiento a los  Precios de Transferencias (PT), estos son definidos en 
el antiguo artículo 38 de la Ley sobre Impuesto a la  Renta como, los Precios que un 
contribuyente en Chile pague o adeude a su casa matriz o a relacionadas en el exterior 
por concepto de bienes, servicios, know how, regalías o intangibles en general, etc.1, o de 
acuerdo a la definición que nos entrega la Circular N° 3 de 1998 del Servicio de 
Impuestos Internos  - aun vigente - son los “Precios que se pagan o cobran entre 
empresas que forman parte de un grupo multinacional por transferencia de bienes o 
servicios”.  
Ante la escasa regulación a nivel nacional sobre la materia, sobre todo antes de las 
modificaciones introducidas por la ley 20.630, cabía preguntarse si nuestra legislación 
interna era suficiente y compatible con los mecanismos y normas que proponía la 
OCDE, y sobre todo, si la ley que comenzó a regir a partir del 2013 subsano todos estos 
vicios. 
En palabras del profesor Hurtado Araneda y reafirmado lo expuesto “ Dado el limitado 
desarrollo de la normativa de Precios de Transferencia en nuestra legislación y el importante crecimiento 
del comercio internacional en la última década llevado a cabo por empresas multinacionales en el país, 
debe determinarse si las Directrices son compatibles con nuestra normativa jurídica, y en especial, con el 
                                                 
1 Ley de Impuesto a la Renta (artículo 38). 
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artículo 38 de la Ley sobre Impuestos a la Renta que contiene la normativa sobre Precios de 
Transferencia en Chile.”2 
Como hipótesis se plantea la necesidad  de demostrar que nuestra legislación, en materia  
Precios de Transferencia es difusa y poco certera, lo que obedece a la necesidad del 
legislador de hacer útil la misma al proceso de integración de los mercados 
internacionales, reconociendo que en las transacciones internacionales entre partes 
relacionadas pueden existir  vacíos que signifiquen transferencia de utilidades de una 
legislación tributaria menos favorables a una más favorables, siguiendo esta misma línea, 
cabe preguntarse si los nuevos apartados agregados por la ley 20.630 son suficientes y 
solucionan la incertidumbre jurídica. 
Además  con motivo del ingreso de Chile a la OCDE en el 2010 es imprescindible 
realizar un estudio de los cometarios que realiza la propia organización sobre la materia, 
en especial los tres primeros capítulos y analizar la obligatoriedad de estas mismas 
directrices en el país por ser parte de este grupo selecto. Esto tiene seria implicancia en 
nuestra legislación tributaria, en cuanto a la compatibilidad de las normativas, tanto 
nacional como extranjera y su aplicación en nuestra realidad tributaria, problemáticas de 
gran incidencia que serán desarrolladas y contestadas en esta investigación. 
En relación a lo último, es de suma importancia además saber si la aplicación de diversas 
metodologías de ajustes de Precios de Transferencias que recoge la legislación nacional, 
cumplirían de manera eficaz con los objetivos por los cuales fueron concebidos por el 
legislador, sobre todo las directrices y recomendaciones que se han acogido en la práctica 
y que son dictadas por la OCDE, o si estas normas son claras y de fácil aplicación por 
parte del contribuyente a quien específicamente afectan, con el afán de un 
perfeccionamiento del marco jurídico que regula los Precios de Transferencia para 
entregar garantías y certeza jurídica a quienes pueden ser afectados por la normativa 
sobre todo en un contexto de reforma tributaria que pretende dar solución a todas estas 
interrogantes la cual también será objeto de estudio. 
                                                 
2HURTADO ARANEDA, Hugo, “Los métodos de precios de transferencia y el ingreso de Chile a la 
OCDE”, en Revista Chilena de Derecho, Vol. 38, 2011, Núm. 3, p. 512. 
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Es más, no hay que desatender el factor de costo administrativo que representan los 
Precios de Transferencia, por cuanto resulta fácil prever que las fiscalizaciones de esta 
clase de operaciones resultaran ser extremadamente costosas para los contribuyentes, 
con reglas tan complejas y vagas que originan una falta evidente de certeza jurídica 
respecto de los indicios de cómo será aplicada, o de cual será, en concreto, la postura 
oficial del ente fiscalizador respecto de las operaciones que habitualmente realizan los 
grandes inversionistas extranjeros con sus filiales. 
Sin más, es necesario realizar un análisis de las reformas hechas y que se plantean en la 
materia, sobre todo las directrices y recomendaciones que la OCDE entrega  sobre 
Precios de Transferencias, puesto que la organización no considera la normativa interna 
de cada país sino que solo estandarizar el tema entre los países miembros, generando 
problemática como en el caso del principio ARM'S LENGTH  o "Principio de Plena competencia o 
concurrencia " que según la doctrina funciona perfectamente hasta antes de su aplicación. 
En cuanto a la relevancia del tema nuevamente Hurtado Aravena lo sintetiza de la 
siguiente manera: “En efecto, una adaptación de la normativa sobre Precios de Transferencia 
adquiere especial relevancia, ya que esta temática se ha transformado a juicio de las empresas 
multinacionales, en el tópico de mayor importancia en el campo del derecho tributario internacional en los 
países desarrollados (…) Lo anterior es especialmente relevante cuando se considera que más del 60% 
del comercio internacional se lleva a cabo entre empresas multinacionales ”.3 
Es así, que en nuestro parecer, son demasiadas las interrogantes que quedan sin 
respuesta cuando nos enfrentamos a estas materias, lo que genera cierta incertidumbre y 
ambigüedad a la hora de su aplicación. De manera tal que, cabe preguntarse entonces si 
los métodos de ajuste son los óptimos o se han adoptado métodos o reglas que resultan 
ser en extremo generales y difíciles de aplicar, que incluso se apoyan directamente de 
información que sólo puede obtenerse en el extranjero.  
Finalmente, estamos de acuerdo en que así como es necesario un estudio acabado sobre 
una temática de tanta importancia para la actividad económica, como son los Precios de 
Transferencia, también es imprescindible profundizar en la idea de normas tributarias 
                                                 
3 Idem. 
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claras y precisas en cuanto a su comprensión y aplicación, que tendrían como resultado  
un cumplimiento cabal por parte del contribuyente, como una fiscalización efectiva por 
parte de las instituciones competentes. 
Además como acápite final en esta tesina abordaremos un tema complejo dentro de la 
materia, que versa sobre los servicios prestados entre empresas relacionas, a lo sumo 
analizaremos el capítulo VII de la guía de la OCDE sobre Precios de Transferencia 
como también la nueva normativa y como la regula, para plantear soluciones al tema, 
como también para evidenciar que tan bien tratamos una de las aristas de los Precios de 






























Los Precios de Transferencia indudablemente tienen su origen y desarrollo en el 
siglo XX junto con el desarrollo de las empresas multinacionales o grupos de empresas, 
que surgen necesariamente como consecuencia de la globalización en su arista 
económica, nacen así empresas  asociadas que operan a través  de las fronteras 
nacionales establecidas en diferentes países y que se encuentran vinculadas de tal forma 
que una o más  de éstas pueden ser capaces de ejercitar una influencia de proporciones 
sobre las actividades de  las otras y, en particular, compartir conocimientos y recursos 
con las otras 4, injerencias que  hoy en día se conocen como parámetros de relación.  
Concepto de Precios de Transferencia 
 
En un primer acercamiento al tema planteado sobre el tema de los Precios de 
Transferencias que son definidos en el artículo 38 de la Ley sobre Impuesto a la  Renta 
como, los Precios que un contribuyente en Chile pague o adeude a su casa matriz o a 
relacionadas en el exterior por concepto de bienes, servicios, know how, regalías o 
intangibles en general, etc., o de acuerdo a la definición que nos entrega la Circular N° 3 
de 1998 del Servicio de Impuestos Internos son los “Precios que se pagan o cobran entre 
empresas que forman parte de un grupo multinacional por transferencia de bienes o 
servicios”.  
La Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (de ahora en adelante 
OCDE) define este concepto de manera más amplia según la opinión de la doctrina, 
                                                 
4 BARBOSA MARIÑO, JUAN DAVID, Análisis del régimen de precios de transferencia en Colombia, Bogotá, 2004,  
Pontificia Universidad Javeriana, Tesis de grado, p. 15. 
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como los precios a los cuales una empresa transfiere bienes tangibles o intangibles o 
presta servicios a empresas vinculadas. 
Es evidente que dentro del concepto de Precios de Transferencia existe un sub concepto 
inmerso en ella, que resulta ser condición sine qua non para estar frente a un precio de 
estas características, como lo es el de “Empresa vinculada o relacionada”, las directrices 
de la OCDE establecen que una “empresa asociada es una empresa que cumple las 
condiciones fijadas en el artículo 9, sub - apartados 1 a) y 1 b), del modelo de convenio 
fiscal. Bajo estas condiciones, podemos definirlas como “aquellas donde una empresa 
participa directa o indirectamente, en la administración, control o capital de la otra o donde unas mismas 
personas participan, directa o indirectamente, en la administración, control o capital de ambas 
empresas”.5 
Por otro lado el Tribunal Supremo Español, en sentencia del 19 de enero de 1996, señala 
y como expresa  la autora Antonia Anguita en su obra “Comercio internacional y  los 
Precios de Transferencia Internacionales” que el derecho comparado y la doctrina 
científica denominan Precios de Transferencia a aquellos que utilizan y pactan entre sí 
sociedades sometidas al mismo poder de decisión, circunstancia que permite a través de 
la fijación de precios convenidos entre ellas, transferir beneficios o perdidas de unas a 
otras, situadas las mas de las veces en países distintos. 
En otras palabras y de manera simple un Precio de Transferencia se puede definir como 
el precio fijado para un producto o servicio suministrado por parte de una entidad 
perteneciente a un grupo, a una entidad o parte de dicho grupo. Es así  que para que 
estemos frente a un Precio de Transferencia dos necesarios dos elementos: 1) una 
transacción económica evaluable y b) que sea realizada entre dos partes relacionadas o 
asociadas, de esta manera y a modo de conclusión para que un precio pueda considerarse 
de transferencia, tiene que ser resultado de una transacción realizada entre dos o más 
empresas que se asuman como entidades relacionadas. 
 
                                                 
5 GONZALEZ – BENDIKSEN, JAIME, Introducción al estudio de los precios de transferencias, Cartagena, 1998, 
Instituto Colombiano de Derecho Tributario, Ponencia en las XXII Jornadas Colombianas de Derecho 
Tributario, p.4. 
Página | 10  
 
 
Marco de regulación nacional antes de la dictación  de la ley 20.630 
 
La antigua normativa que regulaba la materia de Precios de Transferencia en 
Chile, nace a consecuencia de las modificaciones legales hechas al artículo 38 de la Ley 
de Impuesto a la Renta (de ahora en adelante LIR),por la ley 19.506  publicada el 30 de 
julio de 1997 y que modifica el decreto ley nº 824, sobre impuesto a la renta; el decreto 
ley nº 825 sobre Impuestos a las Ventas y Servicios de 1974, el código tributario, la ley 
orgánica del Servicios de Impuestos Internos, otras normas legales y las introducidas por 
la ley.19.840 publicada el 23 de noviembre de 2002 que establece normas tributarias para 
que empresas con capital del exterior puedan efectuar inversiones desde Chile en el 
extranjero, hay que tener presente que la norma del artículo 38 de la LIR  tiene como 
principal objetivo  “evitar disminuciones artificiales a la base imponible tributaria en el caso de 
empresas Chilenas (agencias y sociedades) que realizaran transacciones con empresas relacionadas”6, 
legado que continua hoy en día en los artículos que regulan la materia, hay que 
considerar   que a la fecha de la redacción de este acápite la normativa de Precios de 
Transferencia en el país era bastante escueta y rudimentaria causando gran incertidumbre 
jurídica en la aplicación de la normativa, debido a la falta de instrucciones claras y de 
relevancia en la legislación, que permitan obtener aquella certeza jurídica que tanto se 
anhela respecto a la documentación requerida, las metodologías utilizadas, y el 
tratamiento de otras materias asociadas, entre otros. 
 
El descontinuado artículo 38 de la LIR tiene su aspecto medular en su inciso 37 que 
consagra la facultad de impugnación que posee el Servicio de Impuestos Internos de los 
                                                 
6 HURTADO, H., ob. cit., p. 527. 
7  Cuando los precios que la agencia o sucursal cobre a su casa matriz o a otra agencia o empresa 
relacionada de la casa matriz, no se ajusten a los valores que por operaciones similares se cobren entre 
empresas independientes, la Dirección Regional podrá impugnarlos fundadamente, tomando como base 
de referencia para dichos precios una rentabilidad razonable a las características de la operación, o bien los 
costos de producción más un margen razonable de utilidad. Igual norma se aplicará respecto de precios 
pagados o adeudados por bienes o servicios provistos por la casa matriz, sus agencias o empresas 
relacionadas, cuando dichos precios no se ajusten a los precios normales de mercado entre partes no 
relacionadas, pudiendo considerarse, además, los precios de reventa a terceros de bienes adquiridos de una 
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precios fijados por agencias, sucursales o empresas relacionadas, con su casa matriz. A lo 
sumo y tomando las reflexiones que se hacen en el articulo “Reflexiones sobre la Norma 
Chilena de Precios de Transferencia” y citando a su autor concluimos que el Servicio 
podrá impugnar un precio cada vez “que entre agencias o sucursales y matrices o entre empresas 
relacionad fijen para sus operaciones de venta de bienes o prestaciones de servicios un precio mayor o 
menor al cobrado entre empresas independientes, con el fin de trasladar beneficios o costos de un país a 
otro.”8 
Ahora como bien se dijo el artículo 38 fue modificado en 1997 por la ley 19.506 y por la 
ley 19.840 de  2002 que entre ambas agregaron 6 nuevos incisos al artículo ya 
mencionado, 4 nuevos la primera y 2 la segunda. A consecuencias de estos cambios 
contemplados en la norma por ambas leyes el Servicio de Impuestos Internos dicto 2 
circulares que pasaron a regular la temática de los Precios de Transferencia. 
La primera es la circular número 3 del 6 de enero de 1998 cuya materia son instrucciones 
sobre modificaciones introducidas al artículo 38 de la ley de la renta por la ley 19.506, 
publicada en el diario oficial de 30 de julio de 1997, esta circular en su parte introductoria 
establece las nuevas facultades introducidas por la ley. 
Y por su parte la circular número 72 del 27 de diciembre del 2002 sobre las 
modificaciones introducidas por la ley 19.840 que establece normas tributarias para que 
empresas con capital del exterior puedan efectuar inversiones desde Chile en el 
extranjero, esta circular en su parte introductoria dispone, que la ley ya en comento 
incorpora dos incisos finales al artículo 38 d la Ley de la Renta, en los que se establecen 
otras situaciones en la que se presumirá legalmente que existe la relación que contempla 
dicha norma a la fecha en su inciso sexto. Es así que esta serie de disposiciones legales y 
circulares dictadas por el Servicio de Impuestos Internos formaban  parte de la 
regulación sustancial en Precios de Transferencia en nuestra legislación antes de la 
dictación de la ley 20.630, pero hay que tener en consideración que si bien el artículo 38 
fue derogado, las circulares emitidas por el Servicio aun se encuentran vigente, situación 
que agravia la interpretación de la normativa y que se refleja en la casi nula emisión de 
                                                                                                                                           
empresa asociada, menos el margen de utilidad observado en operaciones similares con o entre empresas 
independientes”7. 
8SALCEDO GABRIELLI, CLAUDIO, Reflexiones sobre la norma Chilena de precios de Transferencia, Santiago, 
2005 .p3. 
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por parte del organismo fiscalizador, de resoluciones o circulares que ayuden a 
interpretar y clarificar las nuevas disposiciones como lo hiso en su oportunidad. 
Podemos concluir de manera concreta que nuestra legislación nacional, contaba con una 
escueta normativa en materia de Precios de Transferencia, si bien el original artículo 38 
de la Ley de la Renta fue modificado en dos oportunidades por la respectiva ley 19.506 
de 1997 y 19.840 de 2002, inclusive estas leyes agregaron 6 nuevos incisos que 
establecieron  una serie de nuevas facultades a favor de la administración tributaria y 
nuevos criterios de relación ,siguieron existiendo vacios legales que provocaron una  
inseguridad jurídica por parte del contribuyente, es decir la normativa presentaba 
problemas que se estima serán resueltos con la promulgación y publicación de la ley 
20.630 que vendría a parchar y subsanar la panorámica en materia de Precios de 


















PRECIOS DE TRANSFERENICIA Y LA ORGANIZACIÓN PARA LA 
COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICO 
 
Chile y la OCDE 
 
El 11 de Enero del año 2010  el ministro de  Hacienda  Andrés Velasco  en 
representación de la Presidenta del País en  ese entonces Doña Michelle Bachelet,   firmo 
junto al secretario general de la OCDE  Ángel Gurria el convenio de adhesión al 
organismo internacional, y una vez  realizado los procedimientos correspondientes  
según dispone nuestra legislación, Chile paso   a ser el miembro 31 de tan selecto grupo 
de países. 
 
Una vez dentro de la OCDE, es necesario tener presente que implicancias concretas 
tiene este hecho en la arista tributaria y en particular en materia de Precios de 
Transferencia.  Cabe tener presente que una de las consecuencias lógicas y propias de 
entrar a un organismo internacional de esta envergadura, es estandarizar las normas 
entres sus países miembros, es más, en palabras del economista Hormazábal y 
recalcando lo dicho “Lo anterior ocurre debido a que los mismos  miembros de la OCDE se 
inclinan a la   estandarización de las practicas en las  Administraciones Tributarias, con el objetivo  que 
no se de algún tipo de competencia desleal en este terreno, sea por falta de legislación o por un control 
deficiente. De esta manera, anualmente se discuten las directrices de Precios de Transferencia en el 
organismo, para precisamente llegar a  prácticas homologables”. Si bien nuestro país en la práctica 
seguía las líneas impuestas por la OCDE en materia de Precios de Transferencia, fue 
menester que una vez inmersos en este grupo de países “desarrollados”, se realizaran una 
serie de cambios y propuestas para lograr un nivel normativo lo suficientemente 
aceptable por el organismo internacional 
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La literatura sobre la materia es clara en este sentido, el ingreso de Chile a la OCDE tiene 
aparejado en materia de tributación internacional básicamente dos consecuencias: el 
tema sobre el cual versa esta tesina, vale decir Precios de Transferencia y el intercambio 
de información.  
Como se dijo, en Chile la normativa sobre Precios se encuentra hace décadas 
estructurada en las recomendaciones que hace el organismo en sus “OECD Guidelines 
Transfer Pricing”, si  bien el SII no ha tenido un control exhaustivo en la materia, si ha 
conformado grupos de fiscalización especializados en la materia con sapiencia suficiente 
para procesar y tabular los distintos factores que van inmersos dentro de los Precios de 
Transferencia entre otros. 
En relación al segundo punto en cuestión, referente al intercambio de información  este 
es primordial ya que la dinámica de la organización y sus países miembros son pro 
contribuyente y le dan énfasis a la transparencia, y para esto es esencial tener acceso 
rápido y completo a la información, por lo mismo una persona puede ser llamada para 
entregar antecedentes  bancarios al SII, ya sea para el Servicio mismo o a favor de algún 
país con el cual se contemple un tratado de intercambio de información, para lo cual fue 
necesario el levantamiento del secreto bancaria una de las principales exigencia que 
impuso la OCDE a Chile para su ingreso al organismo, el cual fue satisfecho 
íntegramente por nuestro país estableciendo las causas por las cuales se puede levantar  
el secreto y solicitar información, quien lo puede solicitar y las medidas forzosas de 
conseguirlo en caso que el contribuyente se niegue a entregarla.  
 
Las directrices de la OCDE en la antigua y nueva regulación en Precios de 
Transferencia 
En lo particular en este acápite nos enfocaremos de una forma resumida pero 
concisa  a los 3 primeros capítulos de la guía de la  OCDE sobre Precios de 
Transferencia que son:  
1. Chapter I. The Arm's Length Principle  o Principio de Plena Competencia  
Página | 15  
 
2. Chapter II. Transfer Pricing Methods o Los Métodos de Precios de 
Transferencia y; 
3. Chapter III. Comparability Analysis o Análisis de Comparabilidad.  
The Arm's Length Principle  o Principio de Plena Competencia 
En relación al primer capítulo sobre el principio de Plena Competencia (The 
Arm's Length Principle), de manera inicial podemos decir al respecto que existen dos 
posturas sobre qué principios se acogen para el caso particular de cada nación, existe una 
postura mayoritaria que se apega directamente a las directrices impartidas por la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) en sus “Transfer 
Pricing Guidelines for Multinational Enterprises and Tax Administrations” y por otro 
lado existe un grupo minoritario de naciones que han elaborado su propia normativa en 
Precios de Transferencia. Chile al respecto se adhiere a la postura mayoritaria, pero cabe  
señalar que en la antigua normativa lo hacía con ciertos matices, vale decir “Made in 
Chile”, que de cierta forma desvirtuaban el sentido lógico de la norma lo que conllevaba 
en un problema de interpretación sustancial. 
Al analizar el tenor literal del antiguo artículo 38 de la Ley de la Renta, se puede deducir 
que tiene inmerso en su texto el Principio del Arm’s Length o principio de la asimilación 
de partes independientes, que es aquel que la OCDE recomienda a todos sus miembros 
en materia de Precios de Transferencia, es   así como en el  artículo 9 del Acuerdo de 
Modelo de la OCDE establece que “cuando las condiciones son creadas o impuestas 
entre dos empresas (asociadas) en sus relaciones comerciales y financieras que difieren de 
aquellas que hubieran ocurrido entre empresas independientes …”,  de esa forma 
podemos observar en el inciso 3 del artículo ya mencionado recoge el principio Arm’s 
Length en los siguientes términos: 
 
“… cuando los precios que la agencia o sucursal cobre a su casa matriz o a otra agencia o 
empresa relacionada de la casa matriz, no se ajusten a los valores que por operaciones 
similares se cobren entre empresas independientes…”. Este principio es transversal 
a toda la normativa en Chile sobre Precios de Transferencia, por lo tanto era aplicable a 
toda empresa que encajaba dentro de los términos que establecía el artículo 38 de la LIR. 
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En cuanto al principio propiamente tal, consiste en que  las partes en una relación de 
Precios de Transferencia entre partes relacionadas deben desenvolverse como entes 
independientes entre sí, es decir no debe existir entre ellos ningún tipo de relación o 
vínculo para catalogarlos como “empresas relacionadas”, dicho de otra forma deben 
actuar de igual manera en que lo harían partes no relacionadas o vinculadas.  
El objeto de este principio es establecer una neutralidad tributaria así se encuentra 
consagrado por Hugo Araneda al expresar que “Al respecto, el fin principal de las directrices es 
promover una neutralidad tributaria entre empresas asociadas e independientes, de forma de eliminar 
distorsiones basadas en la arbitrariedad que se puede generar entre empresas que tienen una propiedad 
común”9 
Este principio en su aplicación se basa netamente en un análisis comparativo entre  las 
condiciones operativas en transacciones transfronterizas entre empresas relacionadas 
versus empresas independientes, pero en estas operaciones no se requiere que las 
empresas y operaciones sean idénticas ni sustancialmente sino que deben ser lo 
suficientemente similares para crear un patrón que haga aplicable el principio en 
cuestión, por lo tanto se hace necesaria la existencia de una análisis de comparabilidad a 
objeto de evaluar las condiciones y precios entre partes relacionadas y entre partes 
independientes actividad que no es sencilla. A esto las guías de la OCDE señalan que 
deben hacerse presente una serie de Factores de comparabilidad  para hacer aplicable el 
principio sobre el cual hablamos, a lo dicho y a modo de ejemplo se pueden señalar 
como factores: 
1. La característica del bien o servicio 
2. Su análisis funcional 
3. Términos contractuales 
4. Circunstancias económicas 
5. Estrategias de negocios 
Vale decir y como se ha puesto sobre la mesa y como se realza en el texto “introducción 
a Precios de Transferencia”, “El análisis de comparabilidad permite darle una primera forma al 
principio citado  - cabe recalcar que un elemento a considerar de igual forma son los 
                                                 
9 HURTADO, H., ob. cit., p. 515. 
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métodos de Precios - , siendo aspectos esenciales a estudiar los factores de Comparabilidad… en 
relación a las empresas y operaciones estudiadas. Un aspecto crucial de este análisis es el hallazgo de una 
empresa y operaciones comparables”10 sin esto es imposible la aplicación del principio de las 
partes independiente que la OCDE impulsa a consagrar en sus legislaciones a los países 
miembros de la organización. 
Cabe destacar como queda señalado en las directrices de la OCDE en su párrafo 1.6  que 
en el caso de existir una diferencia entre las transacciones  en el paralelo de empresas 
relacionadas e independientes que afecten sustantivamente la determinación del precio, 
deberá realizarse un ajuste que  haga posible reconocer las diferencias entre ambas, para 
lograr un Precios de Transferencia acorde, vale decir que si el precio cobrado entre 
partes relacionadas no está dentro del denominado “rango  Arm’s Length”  usado como 
base por las autoridades tributarias correspondientes procederá y se hará efectivo el 
ajuste. 
Actualmente después de la dictación y puesta en vigencia de la ley 20.630 que modifico la 
normativa de Precios de Transferencia cabe hacer presente si el cuerpo positivo 
mantiene vigente el citado principio, en  efecto se conserva, pero ya no en el artículo 38 
de la LIR ya que fue modificado sustancialmente sino que en el nuevo artículo 41 letra E 
en su inciso tercero al disponer que: “Se entenderá por precios, valores o rentabilidades normales 
de mercado los que hayan o habría acordado u obtenido partes independientes en 
operaciones y circunstancias comparables…”11 
Es evidente el cambio sustancial de la norma referente al principio de Plena 
Competencia, el antiguo articulo 38  era muy escueto al referirse solo a “operaciones 
similares que cobren empresas independientes”,  hoy en día se resuelven muchas 
interrogantes referente a la interpretación de ese artículo, la actual normativa saca el velo 
de la incertidumbre al determinar que “los valores” se refieren a valores de mercados y 
no precios particulares que pudiesen pactar partes independientes que se alejarían del 
concepto de  justos precios determinado por el mercado debido a distintas circunstancias 
o alianzas  estratégicas, etc. 
                                                 
10 VILLALÓN MÉNDEZ, VÍCTOR, “Tributación internacional. Introducción a Precios de Transferencia”, 
en  Revista de estudios tributarios, N°5, 2011, p.92. 
11 Ley 20.630, (artículo 41 letra E inciso 3) 
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Además agrega y cambia la palabra “similares” por comparables haciendo clara alusión a 
Factores de comparabilidad Arm’s Length, cabe recordar que estos factores hacen 
posible la aplicación del principio ya citado disponiendo el artículo 41 letra E…” las 
características de los mercados relevantes, las funciones asumidas por las partes, las características 
especificas de los bienes o servicios contratados y cualquier otra circunstancia razonablemente relevante.” 
 
Es claro que respecto al capítulo I de la guía sobre Precios de Transferencia de la 
OCDE, la ley 20.630 modifico conforme  a las directrices  nuestra normativa  siendo 
precisa  en explicar  todos los factores que componen el principio de plena competencia, 
no dejando lugar a incertidumbre, por lo cual las empresas relacionadas al momento de 
fijar sus precios tendrán plena conciencia de cuáles serán los requisitos que deben tener 
en consideración para no salir de rango de Arm’s Lenght y no ser objeto del ajuste 
correspondiente por parte de las autoridades.  
 
Los métodos de Precios de Transferencia. 
 Primero es necesario tener un concepto o definición de los métodos, para lo 
mismo nos apegamos a la definición que plantea Blanca Entrena desprendida de las 
propias directrices de la OCDE, estos se definen como: “… consiste en comparar el precio 
facturado por activos o servicios transmitidos en una operación vinculada, con el precio facturado por 
activos o servicios transmitidos en una operación no vinculada en circunstancias comparables. Si hay 
diferencia entre los dos precios, esto puede indicar que las  condiciones de las relaciones comerciales y 
financieras de las empresas asociadas no responden a las condiciones de plena competencia y que el precio 
de la operación vinculada tal vez tenga que ser sustituido por el precio de la operación no vinculada.”12 
La doctrina  se une en consenso al decir que nuestra antigua normativa tenía un claro 
vacio en lo que respecta a los métodos de Precios de Transferencia  ya que en 
comparación al resto de los miembros de la OCDE,  que recogen los cinco métodos 
                                                 
12 ENTRENA MORATIEL, BLANCA, “La revisión de los capítulos I y III de las Directrices aplicables en 
materia de Precios de Transferencia”, en Cuadernos de formación, Instituto de Estudios Fiscales, volumen 11, 
2010, p. 68. 
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propuesto por la guía, nosotros nos encontrábamos lejanos a esa realidad, es más según 
algunos autores, el antiguo articulo 38 LIR solo recogería algunos métodos, en palabras 
del economista Alejandro Hormazabal “ …en nuestra normativa nacional, después de una gran 
cantidad de argumentos legales , se puede sustentar que existen cuatro métodos a utilizar, y su somos más 
rigurosos, incluso podríamos llegar a solo tres”13, es mas y reafirmando lo dicho, “ En ese sentido, 
el legislador ha sido evidentemente renuente a desarrollar o incorporar otros mecanismos de ajuste que no 
se encuentren inspirados en el principio Arm’s Length”14 
 
Además al analizar  el acápite de marco de regulación nacional antes de la dictación de la 
ley 20.630 podemos observar que no existe por parte del Servicio de Impuestos Internos 
no existe ninguna circular referente  al tema lo que es obvio que conlleva a la gran critica 
que se la ha hecho a la materia la incertidumbre jurídica para las partes de este tipo de 
relaciones.  
Como bien se dijo en el párrafo anterior nuestra antigua legislación  contaba con tres 
métodos, los denominados “métodos tradicionales” que son: 
1. El método del precio comparable no controlado (CUP) 
2. El método del precio de reventa (RPM) 
3. El Costo más margen (CPLM)  
Dejando de lado los denominados “métodos transaccionales” que son: 
1. El método de División de utilidad 
2. Y el método Transaccional de Margen Neto 
Nuestra normativa anterior realizaba una serie de distinciones respecto a los métodos a 
aplicar, dependiendo a las partes y naturaleza jurídica que se involucran y si el precio es 
pagado o cobrado al exterior, distinguiendo 3 situaciones: 
1. Precios cobrados por una empresa Chilena,  
                                                 
13 HORMAZÁBAL, Alejandro, “Las buenas y las malas noticias en Precios de Transferencia”, hiiconsultores 
Publicaciones, Santiago, p.1. 
14 SALCEDO, C., ob. cit., p.4. 
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2. Precios pagados o adeudados por una empresa Chilena  
3. Normas especiales aplicables a transacciones entre pares relacionadas 
Cabe mencionar además que en nuestro país en la antigua norma no contábamos  con el 
principio de la utilización del método más apropiado o del mejor método, como en otras 
legislaciones  del hemisferio como es el caso de México, dejando nuevamente la 
incertidumbre en el aire en cuanto a qué método aplicar a cada caso concreto, como 
tampoco la legislación no  tiene en consideración los requisitos para su aplicación. 
En relación a lo último  podemos colocar  como ejemplo las distintas problemáticas que  
surgían respecto a los métodos que muy bien se resumen en el texto de Hugo Hurtado 
exponiendo lo siguiente: 
“La legislación actual no incluye el método de división de utilidad, el uso de comparables internos y 
externos en el método CUP difiere;  el método resale solo es aplicable respecto de precios pagados o 
adeudados por una empresa Chilena a una empresa extranjera y no respecto de los pagos recibidos por 
una empresa Chilena; el método TNM es solo aplicable respecto de agencias y no de sociedades.”15 
Queda en evidencia que el antiguo artículo 38 tenía por completo un vacio en lo que 
respecta a los distintos métodos de Precios de Transferencia, dejando entre ver que el 
legislador fue muy  rudimentario y tímido al no incorporar a la norma y hacer suya gran 
parte de las directrices que la OCDE contenía en sus guías sobre Precios, a lo sumo 
quedo demostrado que el legislador incurrió en varios errores en cuanto a la 
determinación y aplicación de los métodos como también una serie de vacios en los 
supuestos de aplicación. 
 
Ahora bien la ley 20.630 trajo consigo un sinfín de modificaciones respecto a la materia 
de métodos de Precios de Transferencia es más, el nuevo artículo 41 letra E contiene en 
gran medida las soluciones a los problemas planteados  en los párrafos anteriores, 
tapando en gran medida los vacios y controversias jurídicas que nacían de la escueta 
regulación, por lo mismo, el articulo recién citado en su  numeral dos contiene un acápite 
denominado “métodos de Precios de Transferencia” en donde se establece que el 
                                                 
15 HURTADO, H., ob. cit., p. 531. 
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Servicio deberá citar conforme al artículo 63 del Código Tributario  - Citación -  al 
contribuyente con el objeto de verificar que sus operaciones con partes relacionadas 
tengan valores de mercado aplicando algunos de los siguientes métodos.  
Lo que se hace a continuación la norma es  establecer y explicar los métodos, que son los 
siguientes: 
a) Método de Precio Comparable no Controlado 
b) Método de Precio de Reventa 
c) Método de Costo más Margen 
d) Método de División de Utilidades 
e) Método Transaccional de Márgenes Netos 
f) Métodos residuales 
 
La ley 20.630 vino a sanear desde la raíz las contingencias que tenían los Precios de 
Transferencia, con lo recién expuesto podemos darnos cuenta que se incluyeron a 
nuestra normativa los restantes  métodos que se consagran en las guías de las OCDE, 
teniendo por completo los cinco; los tres denominados “tradicionales” y los dos 
denominados “transaccionales”, estas fue una de las propuestas planteadas por el 
Profesor Hugo Hurtado para mejorar el sistema de Precios de Transferencia en Chile, 
diciendo lo siguiente: “ La principal propuesta consiste en el reemplazo del articulo 38 por un nuevo 
artículo  que incluya todos los métodos contenidos en la directrices … esta normativa debe contemplar la 
utilización de estos métodos para todo tipo de entidades (agencias, establecimientos permanentes, 
sociedades, personas naturales, comunidades, etc.) y la utilización de comprables internos y externos en 
todos los casos”16, en relación a esta última frase haremos una breve alusión en las 
siguientes líneas. 
Además cabe destacar la letra f del numeral dos del artículo 41 E que consagra por 
primera vez los métodos residuales o métodos alternativos, que no se encuentran 
expresamente consagrados en la norma, ya que el texto solo deja la posibilidad al 
contribuyente de utilizar  otro método en el caso que no se pueda usar alguno de los 
                                                 
16 HURTADO, H., ob. cit., p. 534. 
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consagrados en las letras anteriores, a modo de ejemplo nosotros podemos señalar los 
siguientes: 
1. Previsiones del rendimiento neto 
2. Márgenes brutos del sector económico 
3. Método del beneficio en función del capital invertido 
4. Método del beneficio comparable  
5. Las tasas de rendimiento de plena concurrencia 
6. Beneficios en relación con los gastos, y 
7. Regla de la proporcionalidad respecto a la renta  
 
Esta letra F del numeral 2 del artículo 41 E viene   a consagrar el denominado “principio 
de la utilización del método más apropiado o del mejor método” que el antiguo articulo 
38 LIR no consideraba, es mas el inciso segundo de la norma en alusión es expresa al 
decir “El contribuyente deberá emplear  el método más apropiado considerando las características y 
circunstancias del caso en particular.17” 
Este nuevo principio consagrado viene a salvaguardar distintas circunstancias  que hay 
que tener en consideración y que muy bien hace alusión Hurtado en el parrado citado 
anteriormente, como tener atención en la utilización de los métodos para todo tipo de 
entidades y el uso de comparables internos y externos,  es mas la norma es muy 
pedagoga en el sentido de decirle al contribuyente y al Servicio que deben tomar en 
consideración una serie de factores para que el método que se utilice tenga efectividad y 
nos plantea: “Para estos efectos se deberán tener en consideración las ventajas y desventajas de cada 
método la aplicabilidad de los métodos en relación al tipo de operaciones y a las circunstancias del caso; la 
disponibilidad de información relevante; la existencia de operaciones comparables y de rango y ajustes de 
comparabilidad.”18 
Podemos concluir en lo que respecta a los métodos de Precios de Transferencia  
prácticamente la norma cubre todas las posibilidades habidas y por haber que pudiesen 
sucintar en un proceso de Precios de Transferencia, elevar el catalogo de métodos de 3 a 
                                                 
17 Ley 20.630 (art. 41 letra E numeral 2 letra f inciso 2) 
18 Ídem. 
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5 -  recogiendo todos los propuestos por la OCDE – y consagrando el principio de la 
utilización del método más apropiado en términos bien coloquiales lo que hace es abrir 
la ventana  a las partes a que utilicen el método que se les plazca pero teniendo en 
consideración la naturaleza de su operación y sus condiciones de modo tal que el método 
para establecer el precio tenga una efectividad real y no presunta, como ocurría en el 
antiguo articulo 38 LIR. 
 
Análisis de Comparabilidad.  
 El capítulo III de la guía sobre Precios de Transferencia tiene una estrecha 
relación con el capítulo I que consagra el principio de plena competencia que descansa 
en el artículo 9 del Modelo de Convenio de la OCDE, a lo dicho para verificar el 
cumplimiento del principio Arm’s Length el cual guía todas las operaciones sobre 
Precios, Blanca Entrena nos dice: “ … se requiere que se lleve a cabo el análisis de 
comparabilidad, que supone analizar las transacciones que realizan las empresas asociadas y las 
transacciones similares entre empresas independientes y, por lo tanto, donde  rigen condiciones de libre 
mercado) y ver si difieren”19, esto supone por lo tanto, que las situaciones a comparar sean 
razonablemente comparables, pero como bien se ha señalado estas situaciones no deben 
ser necesariamente idénticas tanto operacionalmente ni substancialmente, sino que basta 
que sean lo suficientemente comparable según se desprende de la guía de la OCDE esto 
quiere decir y como queda plasmado en el texto “Introducción a Precios de 
Transferencia” que de existir diferencias estas deben: 
1. “No deben afectar materialmente las condiciones y precios analizados, o bien si 
las afecta 
2. Se puedan hacer los ajustes correspondientes que permitan de manera razonable 
mantener o recuperar la comparabilidad”20 
 
                                                 
19 ENTRENA, B., ob. cit., p.68.  
20 VILLALÓN MÉNDEZ, V., ob.cit., p.79. 
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Después de lo expuesto podríamos definir al análisis de comparabilidad como, “…Un 
estudio económico consistente en localizar empresas independientes que sean comparables con la empresa 
examinada”21 
Por lo mismo ahora se hace necesario determinar con precisión si un tercero 
independiente es comparable con la entidad examinada, para esto la OCDE dispone 5 
factores de comparabilidad ya mencionados que son: 
1. La característica del bien o servicio 
2. Su análisis funcional 
3. Términos contractuales 
4. Circunstancias económicas 
5. Estrategias de negocios 
Siendo comparables las partes en el análisis procederá el estudio de Precios. 
 
Nuestra legislación  nacional, tanto la derogada como la derivada de la ley 20.630 que 
modifico la materia de Precios de Transferencia traen implícito el análisis de 
comparabilidad al aceptar ambas  el principio de plena competencia o Arm’s Length,  
que está ligado necesariamente con los factores de comparabilidad, en el hecho  cada 
uno es el sustento del otro formándose una triada junto a los métodos de los Precios de 
Transferencia.  
Según lo analizado podemos concluir que de nuestra ley se desprenden siete etapas en el 
proceso para determinar un Precio entre partes relacionadas, a lo sumo distinguimos: 
 
1. Análisis de las transacciones del contribuyente 
2. Elección de la parte a examinarse 
3. Selección comparable  
4. Aplicación Método Precio de Transferencia  
5. Aplicación caso particular  
6. Ajuste de Precio de Transferencia 
                                                 
21 GONZALEZ – BENDIKSEN, J., ob. cit., p.12.  
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7. Reclamación  
A manera de conclusión podemos observar que nuestra normativa en materia de Precios 
de Transferencia a mejorado sustancialmente, en efecto queda de manifiesto que la ley 
20.630 en las modificaciones que hiso en materia de Precios se apega de manera clara a 
las directrices de la OCDE, claro ejemplo de ello es el nuevo artículo 41 letra E número 
2 que consagra los cinco métodos que propone la guía sobre la materia, como también 
prevé una serie de casos o supuestos que pudiesen suscitar, para lo cual deja al libre 
albedrio  tanto de las autoridades como de los contribuyente la utilización de otros 
métodos que se ajusten de mejor forma a las circunstancias que acontecen, consagrando 
el principio de la utilización del método más apropiado o del mejor método, también 
conserva lineamientos tradicionales como es establecer como base de la estructura que 
rige a los Precios de Transferencia al principio de plena competencia, el cual es sin duda 
alguna el  pilar en el cual se apoyan todos los factores a tener  presentes, ya sea el 
método, el precio o los factores de comparabilidad, por tanto, el legislador en la materia 
si ha logrado sacar de la mente  a los participes de este proceso la incertidumbre jurídica 
que tanto nos acongojaba con el antiguo y derogado artículo 38 LIR y sus impresiones,  
la nueva normativa al ser más detallada salvaguarda distintas vicisitudes, ya que amplía el 
espectro de aplicación y otras circunstancias no prevista, quedando así demostrado 
mediante la revisión de los tres primeros capítulos de la OCDE , considerados como 
básicos en todo proceso de Precios de Transferencia, ya que  en ellos  se encuentran los 
principios y elementos más importantes sobre la temática en relación a la normativa 













LA LEY 20.630  QUE PERFECCIONA LA LEGISLACIÓN TRIBUTARIA Y 
FINANCIA LA REFORMA EDUCACIONAL Y LOS PRECIOS DE 
TRANSFERENCIA 
 
Como observamos, en los capítulos anteriores pudimos evidenciar un antes y un 
después en lo que respecta a materia de Precios de Transferencia y todo gracias a la 
puesta en marcha de la ley 20.630, que  tiene como uno de sus fines y el cual a nosotros 
nos interesa de forma particular, el de perfeccionar la legislación tributaria y en particular 
la de Precios de Transferencia. 
Respecto a esto en este capítulo nos centraremos en gran medida a evidenciar los 
cambios que introdujo la ley a nuestro sistema de Precios y si estos cambios son o no en 
gran medida la solución a todos nuestros problemas que venimos cargando a causa de la 
normativa anterior, siendo así analizaremos cambios medulares esencialmente con la 
incorporación del nuevo artículo 41 letra E y todos sus numerales , no haciendo hincapié 
en el numeral dos  que se refiere a los métodos de Precios de Transferencia el cual ya fue 
analizado en su oportunidad en el capitulo anterior, ni tampoco circulares emitidas por el 
Servicio, ya que a la fecha de redacción, el entusiasmo del  órgano administrativos en dar 
instrucciones ha sido nulo, por tanto los ejes principales a tratar serán : 
- Normas y definición de partes relacionadas 
- Fiscalización de los Precios de Transferencia 
- Multas de Precios de Transferencia  
- Acuerdos Anticipados de Precios  (APAs) 
- Nivel de documentación legal 
- Declaración jurada y fecha de vencimiento para preparar la documentación y, 
- Ajustes comparativos 
Por ende a continuación hablaremos someramente de la finalidad de esta ley para luego 
comenzar a desmenuzar en particular, a su nuevo contenido en materia de Precios con el 
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ideal de determinar,  como ya enunciamos, si estamos caminando por tierra firme o si 
aún nos queda suficiente por trabajar para tener una normativa  acorde a los tiempos, en 
donde cada día, la economía, los grandes grupos y el mundo globalizado hace la materia 
de Precios de Transferencia un eje fundamental para toda empresa multinacional.  
 
Como hemos venidos discutiendo a lo largo de este trabajo,  la ley 20.630 lo que vino a 
hacer es subir los estándares de nuestra normativa a niveles internacionales,  he introdujo 
y clarifico ciertas materias como lo son los “métodos”, que fueron tratados en el capitulo 
anterior apegándose casi a un cien por cien a las recomendaciones de la OCDE y al 
principio de Arm’s Length, así por ejemplo en el número 7 de la Revista CET  en un 
artículo sobre estos cambios nos dice “Resulta evidente que el propósito de la nueva legislación no 
es cambiar en esencia los principios que reglaban los PT en nuestro país, sino más bien perfeccionar su 
regulación, adecuándola a las mejores prácticas y estándares internacionales”22,  esto, sin duda nos 
regala lo que muchos clamaron, la anhelada Certeza jurídica en materia de Precios de 
Transferencia que el antiguo artículo 38 nunca pudo satisfacer para las partes 
involucradas en este proceso.  
 
A continuación desmembraremos y analizaremos los cambios introducidos por la ley en 
comento. 
 
Normas y definición de partes relacionadas.   
Estas se encuentran contenidas en el primer numeral del art. 41 E  en donde 
establece que para efectos de la ley se entenderá como partes relacionadas cuando: 
 
a) Una de ellas participe directa o indirectamente en la dirección, control, capital, 
utilidades o ingresos de la otra, o  
                                                 
22 VILLALÓN MÉNDEZ, V., CUEVAS OZIMICA, A., “Legislación Tributaria Aplicada Reforma a las 
normas legales sobre Precios de Transferencia en Chile”, en Revista de estudios tributarios, N°7, 2012, p.138. 
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b) Una misma persona o personas participen directa o indirectamente en la 
dirección, control, capital, utilidades o ingresos de ambas partes, entendiéndose 
todas ellas relacionadas entre sí. 23 
 
Al realizar un estudio del antiguo y derogado artículo 38 es evidente una diferencia, ya 
que este nuevo artículo incorpora un factor más a considerar, que son las “utilidades e 
ingresos”, ahora respecto a la necesidad de un vinculo de control con la empresa 
relacionada, la doctrina en la materia, siendo uno de ellos Alberto Cuevas sostienen que 
no es necesario este vinculo, según el tenor literal de la norma,  como si lo estableció el 
SII en la circular 72 del 2002 en donde expreso que  en el tenor de la ley, el supuesto era 
que una empresa participara en la dirección, control o capital de la otra, directa o 
indirectamente. 
 Al estar vigente aun la circular número 72, que contiene instrucciones al respecto , se 
genera un problema  con la normativa actual, ya que ambas regulan y de manera 
contrarias, por tanto la problemática se presenta en cuanto a que criterio aplicar ,el de 
una circular que nace de una norma derogada o la nueva regulación. Ante esto es 
necesario que el Servicio se pronuncie y resuelva la disyuntiva, ya sea derogando la 
circular o dictando una nueva.  
Además agrega  la norma, a estos criterios de relación que cualquier forma de 
establecimiento permanente con su casa matriz; con otros establecimientos permanentes 
de la misma casa matriz; con partes relacionadas de esta última y establecimientos 
permanentes de aquellas. 
También se considerará que existe relación cuando las operaciones se lleven a cabo con 
partes residentes, domiciliadas, establecidas o constituidas en un país o territorio 
incorporado en la lista a que se refiere el número 2 del artículo 41 D24, es decir paraísos 
fiscales, lo que hace este inciso a mi parecer hace, es establecer un ámbito de aplicación 
objetivo de las normas sobre Precios de Transferencia, casi de igual forma como lo hace 
la ley 19.496 sobre derechos de los consumidores  en su artículo 2 en donde establece 
                                                 
23 Ley 20.630 (artículo 41 letra E). 
24 Ley 20.630 (articulo 41 letra E numeral 1 inciso 4). 
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una serie de actos de consumo, que en el hecho de caer en ellos se configura la entrada 
en la normativa, de igual forma  que el supuesto establecido en el articulo 41 D que de 
concretarse haría aplicable en su totalidad la normativa de de Precios de Transferencia 
entre partes relacionadas. 
Otro aspecto a destacar  y que considero de suma importancia en este sentido y sobre 
todo en relación a los Precios entre partes relacionadas  es el siguiente párrafo contenido 
en el numeral  en comento que dice: “Las personas naturales se entenderán relacionadas, cuando 
entre ellas sean cónyuges o exista parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado 
inclusive” 25; lo que hacen estas frases es terminar con la presunción que se hacía respecto 
a las normas contenidas en el artículo 38 de la Ley de Impuesto a la Renta, que tenía 
como supuesta que esta “relación” siempre tenía que ser en un contexto empresarial, 
todo decantado por el análisis de las circulares emitidas por el Servicio, lo que hace aquí 
la nueva normativa es  dos cosas, en primer lugar  amplia el ámbito de aplicación de la 
norma de Precios  a personas naturales y en segundo lugar lo ya dicho ,la presunción de 
la relación empresarial estaría siendo derogada tácitamente, pero no formalmente, que 
eso lo que verdaderamente necesitamos. 
 
 El último punto a tratar, se encuentra contenido en el  párrafo final del número que 
consagra lo siguiente: “cuando una parte lleve a cabo una o más operaciones con un 
tercero que, a su vez, lleve a cabo, directa o indirectamente, con un relacionado de 
aquella parte, una o más operaciones similares o idénticas a las que realiza con la primera, 
cualquiera sea la calidad en que dicho tercero y las partes intervengan en tales 
operaciones”26, este supuesto incluye los denominados “back to back” u operaciones de 
préstamos paralelos que según el libro “Fiscalidad de los Precios de Transferencia” de  
Rafael Cosín Ochaita establece las siguientes facilidades: 
- La operación permite utilizar fondos exteriores para financiar mediante 
préstamos a subsidiarias operativas 
                                                 
25 Ibídem, inciso 5  
26 Ibídem, inciso 6 
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- Si se efectúa en la misma divisa o si se elimina el riesgo de cambio no existe 
exposición a las variaciones del tipo de cambio. 
- La existencia de convenios de doble imposición puede eliminar la retención 
del país de la subsidiaria, así como la relación de los intereses a percibir por el 
holding o matriz.27 
Estas series de ventajas o modos de utilizarse de los “back to back” hacen necesario que 
el ente Fiscalizador tenga ojo en este tipo de operaciones entre empresas relacionadas, 
presumiendo que la antigua normativa no tenia en consideración esta modalidad y que la 
reforma de la ley 20.630 la ha salvaguardado al tomarla en consideración, como las otras 
agregaciones  que ya fueron analizadas y que evidencian en gran medida  que vamos bien 
encaminados en materia de Precios de Transferencia y que nuestros estándares tienen el 
carácter, ahora, de internacionales.  
 
En cuanto a la fiscalización de los Precios de Transferencia.   
El antiguo artículo 38 LIR, consagraba lo siguiente “… la Dirección Regional podrá 
impugnarlos fundadamente… “28otorgando a la discreción del Servicio una citación en virtud 
del artículo  63 del código tributario, por su parte el articulo 41 letra E en su inciso 
primero consagra  de manera similar el mismo principio en su tenor al disponer “Para los 
efectos de esta ley, el Servicio podrá impugnar los precios, valores o rentabilidades fijados, o establecerlos 
en caso de no haberse fijado alguno, cuando las operaciones… se lleven a cabo con partes relacionadas en 
el extranjero y no se hayan efectuado a precios, valores o rentabilidades normales de mercado.”29, en 
posición de algunos autores como Alberto Cuevas Ozimica consideran que en la 
redacción del artículo se establece como obligatorio el hecho de citar por parte del 
Servicio en el supuesto que se cumpla lo que dispone la norma, por mi parte discrepo del 
planteamiento en cuanto  a que si nos atenemos al tenor literal de la norma, que  está 
redactada en los mismos términos que el antiguo articulo 38 en cuanto ambos entregan a 
la facultad discrecional del Servicio al usar la palabra “ podrá”, lo que no se encuentra 
                                                 
27 COSÍN OCHAITA, RAFAEL, Fiscalidad de los Precios de Transferencia, editorial CISS, 1era Edición, 
España, 2007, p.106. 
28 Articulo 38 Ley de Impuesto a la Renta, inciso 3 pre reforma. 
29 Ley 20.630 (artículo 41 letra E inciso 1). 
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redactado en los mismos, es que el Servicio en este caso, por medio de la dirección 
general debía citar “fundadamente”  en caso que los Precios no se ajustaran a los valores 
de mercado, frase sacramental que el articulo 41 letra E no recoge, que haría creer su 
obligatoriedad en el llamamiento, por el contrario estimamos que la facultad de citar se 
mantiene al mero criterio de los entes fiscalizadores aun a pesar que diga “deberá citar al 
contribuyente de acuerdo con el artículo 63 del Código Tributario, para que aporte todos los antecedentes 
que sirvan para comprobar que sus operaciones con partes relacionadas se han efectuado a precios, valores 
o considerando rentabilidades normales de mercado”, tanto el antiguo articulo 38 y 41 E 
consagran la obligatoriedad de citar confirme el articulo 63 una vez que la discrepancia 
del Precio según el método escogido quede consagrado, pero el deber está en la 
utilización del método del artículo que consagra la citación, pero no el cuándo se debe 
hacer, al parecer ese hecho sigue siendo facultativo y no obligatorio,  lo que soslaya la 
diferencia es que la nueva normativa ipso facto puede hacer efectivo el articulo 63 sin 
necesidad de fundamentar, lo que dejaría en este caso al contribuyente el peso de la carga 
probatoria -  muy común en esta materia-   que desmienta el objeto de la citación, caso 
contrario del antiguo artículo 38 que al dictaminar que la citación debía ser 
fundamentada, el organismo debería basar su alegato en base a pruebas que dieran 
sustento que el Precio estaba fuera de los valores de mercado.  
 
Nivel de documentación legal.  
En cuanto a la documentación legal y el aporte de información que debe otorgar  
el contribuyente, es discutido en el ámbito de Precios sobre todo en base a lo establecido 
en las guías de la OCDE que de sus párrafos Párrafo 5.2 y siguientes se deduce y 
establece que en  principio es la administración tributaria quien detenta la carga de la 
prueba, sin embargo la nueva redacción del artículo 41 E en su numeral 3 respecto a 
“Estudios o informes de Precios de Transferencia”, establece que el contribuyente 
“podrá”  entregar información en cuanto a la determinación de sus precios, valores o 
rentabilidades de sus operaciones con partes relacionadas.  Hay que recordar cómo se 
menciono respecto a la información que este tiene un cierto costo para el contribuyente, 
en cuando a la recolección, procesamiento y decantación de la misma para ser presentada 
frente al órgano competente, por otro lado, y visto desde la vereda del frente, para el 
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Servicio le permite enfocar mejor sus recurso en cuanto puede descartar “sospechosos” 
que infrinjan normas sobre Precios. 
Sin embargo en el numeral 6 que versa sobre la “Declaración”  impone una obligación, 
“Los contribuyentes domiciliados, residentes o establecidos en Chile que realicen 
operaciones con partes relacionadas, incluidas las reorganizaciones o reestructuraciones 
empresariales a que se refiere este artículo, deberán presentar anualmente una 
declaración con la información que requiera el Servicio, en la forma y plazo que éste 
establezca mediante resolución”30 las denominadas declaraciones juradas, que podrán 
contener: 
- Información sobre las características de sus operaciones tanto con partes 
relacionadas como no relacionadas, 
-  Los métodos aplicados para la determinación de los precios o valores de 
tales operaciones,  
- Información de sus partes relacionadas en el exterior, así como; 
-  Información general del grupo empresarial al que pertenece, entendiéndose 
por tal aquel definido en el artículo 96 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de 
Valores. 
Hay que tener presente que en esta declaración jurada, el contribuyente podrá solicitar al 
Director Regional respectivo, o al Director de Grandes Contribuyentes, según 
corresponda, por una vez, prórroga de hasta tres meses del plazo para la presentación de 
la citada declaración. La prórroga concedida ampliará, en los mismos términos, el plazo 
de fiscalización a que se refiere la letra a), del artículo 59 del Código Tributario. 
 
Multas de Precios de Transferencia.    
En relación a la declaración jurada que se debe presentar, la no presentación de 
esta declaración, o su presentación errónea, incompleta o extemporánea, se sancionará 
con una multa de 10 a 50 unidades tributarias anuales, según texto expreso de la ley. Sin 
embargo, dicha multa no podrá exceder el 15% del capital propio del contribuyente 
                                                 
30 Ley 20.630 (articulo 41 letra E numero 6 inciso 1). 
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determinado conforme al artículo 41 o el 5% de su capital efectivo. En cuando a la 
norma procedimental para la aplicación de la multa se hará en virtud del  número 1°, del 
artículo 165, del Código Tributario. 
Respecto a las sanciones, en el  supuesto que la información dada fuese conforme a este 
número fuere maliciosamente falsa, se sancionará conforme a lo dispuesto por el inciso 
primero, del número 4°, del artículo 97, del Código Tributario. Cabe tener en 
consideración que el contribuyente podrá ya sea al director regional o al director de la 
dirección de grandes contribuyentes (DGC), cuando sea procedente, y por una sola vez, 
prorroga de hasta 3 meses del plazo para presentar la declaración. El contribuyente 
podrá solicitar al Director Regional respectivo, o al Director de Grandes Contribuyentes, 
según corresponda, por una vez, prórroga de hasta tres meses del plazo para la 
presentación de la citada declaración. De ser aceptada la concesión de la prorroga por 
parte del Servicio, tendrá como consecuencia que se amplíen los plazos de fiscalización 
que se encuentran contenidos en la letra a) del artículo 59 del Código Tributario. 
Otro aspecto en donde de igual forma se aplican multas, dice relación con los ajustes de 
Precios de Transferencia, en donde el contribuyente, a juicio y prisma del Servicio, no 
logra acreditar que los precios con sus partes relacionadas no se ajusten a los de 
mercado, el Servicio procederá a determinarlos con los antecedentes otorgados por el 
contribuyente o con cualquier otro del cual disponga.  
En relación a esto último, una vez que el Servicio  determine los precios, valores o 
rentabilidades,  por esta liquidación o ajustes que realice y que como resultado de una 
diferencia en los Precios de Transferencia, se podrá aplicar una multa de  un 5% de la 
referida diferencia, pero además, la ley establece que el contribuyente quedara exento de 
dicha multa si cumplió oportuna y debidamente con la entrega de antecedentes que el 
Servicio haya solicitado en el proceso de fiscalización.  
 
Ajustes comparativos.   
Otra innovación presentada por la ley. 20.630 pero siguiendo claramente los 
párrafos 4.32 y siguientes de las guía sobre PT de la OCDE, es el numeral 8 de la letra E 
del artículo 41, este consagra el denominado “Ajuste Comparativo” , en donde  el 
Página | 34  
 
contribuyente podrá, previa autorización del Servicio, rectificar el precio, valor o 
rentabilidad  de las operaciones realizadas con sus relacionadas, teniendo como 
parámetro de comparación los ajuste que hayan realizados otros estados. 
Según la misma norma y realizando un estudio de la misma se puede desprender una 
serie de requisitos para que sea procedente realizar este ajuste comparativo, como lo son: 
 
- Que los estados a considerar para realizar estos ajustes comparativos, deben 
ser países que tenga con Chile un convenio para evitar la doble tributación de 
manera vigente  y que no prohíba estos ajustes, Y; 
- Respecto de este ajuste realizado en el extranjero, debe ser de aquellos a los 
cuales no se hayan deducido, ni se encuentren pendientes, los plazos 
establecidos para deducir recursos o acciones judiciales o administrativas. 
Esto último con el objeto de tener un ajuste firme que no sea posteriormente 
modificado por alguna resolución judicial. Salvo lo anterior, de ocurrir  el 
contribuyente se podrá sujetarse a esta normativa en tanto el ajuste se 
encuentre firme y sin posteriores modificaciones.  
 
Además en sus acápites posteriores el articulado reglamenta ciertos aspectos tales como, 
solicitud de este tipo de ajuste, la denegación y la devolución a favor del contribuyente, al 
respecto: 
 
Forma de presentar la solicitud. Esta solicitud de ser presentada en la forma que 
establezca el Servicio, que lo establecerá mediante la dictación de una resolución, además 
se deberán acompañar todos los documentos en los cuales el contribuyente funde su 
solicitud, dentro de estos documentos es de suma importancia que se aporte, la copia del 
documento o instrumento en donde conste y se dé cuenta del ajuste practicado por 
Estado que servirá de base para realizar el ajuste comparativo, y todo dentro del plazo de 
5 años contados desde la expiración del plazo legal, del cual se hiso alusión en el segundo 
requisito para proceder a este tipo de ajuste.  
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Denegación. Aquí se establece una obligación para el Servicio, este deberá denegar total 
o parcialmente la rectificación en base al ajuste comparativo realizado, cuando este ajuste 
de Precio de Transferencia  llevado a cabo por el otro Estado sea incompatible a juicio 
del mismo Servicio con las disposiciones de la Ley de Impuesto a la Renta, de ser así, el 
contribuyente no podrá ejercer recurso alguno ya sea de carácter administrativo o 
judicial, en contra de esta determinación.  
Aquí nacen dos problemáticas desde nuestra perspectiva, la primera, dice relación a los 
criterios por los cuales el Servicio podría denegar este tipo de ajuste, si bien el texto de la 
ley hace referencia a una “incompatibilidad con la Ley de Impuesto a la Renta”, suena 
raro  y poco concreto, que exista una incompatibilidad del ajuste realizado por el otro 
Estado, sobre todo si existe un acuerdo de por medio que regula la doble tributación 
internacional, que exigen en cierta medida una armonización en las normas entre los 
países que suscriben el convenio, siendo además regidos por principios comunes que la 
gran mayoría de los estados recogen de la guía de la OCDE sobre Precios de 
Transferencia, pero lo más agravante aun es que la norma no hace alusión alguna a que el 
Servicio deba proporcionar  fundamentos por los cuales no dio lugar al ajuste, más aun,  
y en desmedro del contribuyente, es que la normativa le niega toda posibilidad de 
recurrir ya sea por vía administrativa o judicial contra la decisión adoptada por el 
Servicio, esto es propio de un sistema inquisitivo, en donde el Servicio pasa a ser juez y 
parte, vulnerando ciertamente a las garantías del debido proceso, sobre en lo que dice 
relación a “la  igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos”31, que si buscamos la fibra 
más sensible, afectaría nuestro derecho a ser oído, a ser oídos, mediante el recurso 
correspondiente en contra de una resolución que resulta en agravio para el 
contribuyente, dejándolo con las manos atadas, siendo evidente a nuestro juicio que esta 
problemática debería ser otorgada a un órgano jurisdiccional como los nuevos 
Tribunales Tributarios y Aduaneros (TTA), quien como tercero imparcial, resolvería la 
problemática dando a ambas partes, la posibilidad a exponer sus argumentos, obligando 
así por un lado al Servicio a fundamentar su decisión, y por otro, garantizando al 
contribuyente su derecho a recurrir. 
 
                                                 
31 Constitución política de la Republica, (articulo 19 numero 3, inciso 1) 
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Devolución. Por último, cuando con motivo de este ajuste comparativo, resultare una 
diferencia de impuestos a favor del contribuyente, para los efectos de su devolución, ésta 
se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de 
Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al del pago del 
impuesto y el mes anterior a la fecha de la resolución que ordene su devolución. 
  
Acuerdos Anticipados de Precios  (APAs).   
He aquí una de las grandes innovaciones que hiso la ley 20.630, al modificar esta 
materia, incorporar los denominados Acuerdos Anticipados de Precios,  los cuales tienen 
su origen en Estados Unidos en 1991, al ser el primer país en implementarlo, por lo 
mismo en materia de Precios de Transferencia, sigue siendo el Estado que marca la 
pauta, siendo además regulados en la guía de la OCDE sobre PT en sus párrafos4.123 y 
siguientes. 
Los Acuerdos Anticipados de Precios son definidos por Sophía Castro y Roberto 
Fernández como: “Un acuerdo celebrado entre la administración tributaria y los contribuyentes para 
resolver de forma anticipada y prospectiva la determinación de los Precios de Transferencia. En general, 
se determina la metodología aplicable para cada una de las transacciones cubiertas por el acuerdo, así 
como los valores de mercado correspondientes y otros aspectos técnicos relacionados (comparable, ajustes, 
entre otros), los cuales estarán vigentes durante el periodo de duración acordado”.32 
A continuación analizaremos al detalle el articulo 41letra E número 7 en donde se 
encuentra contenida la regulación de los APAs. 
 
La normativa parte enunciando que aquellos contribuyentes que realicen operaciones 
con partes relacionadas, podrán (dando por tanto una facultad al contribuyente de 
ejercer o no esta posibilidad)  de proponer al Servicio un acuerdo de carácter 
anticipado, en cuanto a la determinación del precio, valor o rentabilidad de mercado de 
dichas operaciones, dicho de otra forma el contribuyente propone un precio de mercado 
que regirá las operaciones con sus relacionadas, este proceso es muy similar al que se 
                                                 
32 CASTRO, S., FERNÁNDEZ, R, Acuerdos anticipados de Precios ¿Solución para la controversia de Precios de 
Transferencia?” en informe tributatio, informe tributario, Lima, 2012,N°10 p.36. 
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realiza ante el tribunal de la libre competencia, la denominada “consulta”, que pueden 
llevar a cabo los interesados que realizan ciertas operaciones que pudiese atentar en 
contra los principios y normas que rigen la libre competencia. 
En cuanto a la forma y oportunidad de realizarlo, se deberá atender a los que determine 
el Servicio, que lo consignara en la resolución que esta última emita. 
El contribuyente interesado deberá presentar una solicitud con una descripción de las 
operaciones respectivas con sus relacionadas, que se pretende se rijan por el acuerdo , 
además de los precios, valores o rentabilidades normales de mercado que se cobraran 
por dichas operaciones, de suma relevancia además es determinar el período que debiera 
comprender el acuerdo, el solicitante acompañara además la documentación o 
antecedentes en que se funda y de un informe o estudio de Precios de Transferencia en 
que se hayan aplicado a tales operaciones los métodos a que se refiere este articulo, si se 
analiza la norma, se puede deducir que el informe de Precios de Transferencia al cual se 
hace alusión, que en otros casos es optativo, aquel que quiere solicitar este tipo de 
acuerdo deberá acompañarlo obligatoriamente.  
 
En cuanto al rechazo de la solicitud, el servicio, a través de una resolución podrá 
rechazar, a su propio juicio y de manera exclusiva el Acuerdo de Precios Anticipado, la 
que no será reclamable, ni podrá ser objeto de recurso alguno esta resolución. La 
doctrina en la materia, considera que negar  recurso alguno, no vulnera el derecho a 
defensa del contribuyente por cuanto ser el acuerdo una solicitud voluntaria que no 
obliga de forma alguna al Servicio a aceptarla.33 
 
La norma dispone que el Servicio, deberá pronunciarse respecto de la solicitud 
presentada por el contribuyente, ya sea aceptándola o rechazándola, dentro de un plazo 
de 6 meses contados desde que se haya aportado la totalidad de los antecedentes que el 
contribuyente estime necesarios para resolver, para efectos del computo del plazo, se 
                                                 
33 VILLALÓN,V., Y, CUEVAS, A., “Legislación Tributaria Aplicada Reforma a las normas legales sobre 
precios de transferencia en Chile”, en Revista de estudios Tributarios, Santiago, N°7, 2012, p.161. 
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dejara constancia de esta entrega, que se hará mediante certificación por el jefe de la 
oficina del Servicio que conozca de la solicitud.  
 
Se dispone además que en el caso que el Servicio no se pronuncie en este plazo de 6 
meses, se entenderá este silencio  como un rechazo de la solicitud que presento el 
contribuyente, pero este rechazo no se entenderá como el anterior que tiene un carácter 
expreso, el rechazo de la solicitud por el no pronunciamiento en el plazo de los 6 meses, 
da la oportunidad al contribuyente de volver a proponer la suscripción del acuerdo.  
 
Un vez que el Servicio acepte total o parcialmente la solicitud presentada por el 
contribuyente, se dejará constancia del acuerdo anticipado en un acta, la que será suscrita 
por el Servicio y un representante del contribuyente autorizado expresamente al efecto, 
debiendo constar en ella los antecedentes en que se funda.  
 
Se plantea además por la norma, la posibilidad que el Servicio suscriba acuerdos 
anticipados con otras administraciones tributarias para efectos  de determinar 
anticipadamente el precio, valor o rentabilidad normal de mercado de las respectivas 
operaciones, que realice una empresa con sus filiales en otros países, esto reafirma y 
otorga la seguridad y certeza jurídica suficiente al contribuyente para que a efectos de 
aceptarse el acuerdo, exista un respeto del mismo por ambas administraciones tributarias.  
 
Un acápite nuevo que no se había considerado, es la importación de mercancías, el 
acuerdo que verse sobre estas, deberá ser suscrito de manera conjunta entre el Servicio 
de Impuestos Internos y el Servicio Nacional de Aduanas. En cuanto al procedimiento 
por el cual ambas instituciones revolverán sobre la materia será fijado respectivamente y 
mediante resolución por el Ministerio de hacienda.  
 
En cuanto a los efectos de este acuerdo, una vez suscrita el acta, este se aplicara respecto 
de las operaciones llevadas a cabo por el contribuyente a partir del mismo año comercial 
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de la solicitud y por los tres años comerciales siguientes, dando la posibilidad de 
prorrogar o renovar, previo acuerdo escrito, suscrito entre el Servicio y el contribuyente 
y cuando corresponda por otra u otras administraciones tributarias como ene l caso de 
los APAs bilaterales o multilaterales a los cuales se hicieron alusión anteriormente.  
 
Se le da la posibilidad al Servicio de dejar sin efecto, en cualquier momento, este 
acuerdo, cuando la solicitud presentada por el contribuyente se haya basado en: 
 
1. Antecedentes erróneos, maliciosamente falsos, 
2. o hayan variado sustancialmente los antecedentes o circunstancias esenciales que 
se tuvieron a la vista al momento de su suscripción, prórroga o renovación.  
 
La resolución que  dicte el Servicio dejando sin efecto el acuerdo deberá  fundarse 
señalando que estos antecedentes en los cuales se baso el acuerdo son erróneos, 
maliciosamente falsos o han variado sustancialmente, según corresponda, y detallando 
los antecedentes que se han tenido a la vista para tales efectos.  
La resolución que se dicte dejando sin efecto el acuerdo, regirá a partir de su notificación 
que se le haga al contribuyente, pero la norma hace una distinción, cuando la causal 
invocada sea  el carácter maliciosamente falso de los antecedentes de la solicitud, en tal 
caso, se dejará sin efecto el acuerdo a partir de la fecha de suscripción del acta original o 
de sus renovaciones o prórrogas, considerando la oportunidad en que tales antecedentes 
hayan sido invocados por el contribuyente, vale decir se retrotrae al momento del acta 
original, o al momento de la prorroga o renovación y no desde la notificación.  
 
Hay que tener presente en los casos que se celebren acuerdos de Precios con otras 
administraciones tributarias, la resolución que rechace el acuerdo, deberá ser comunicada 
a estas.  
 
Además se repite la tónica de que la resolución que rechace el acuerdo, no será 
reclamable  como tampoco procederá recurso alguno contra esta, sostenemos el mismo 
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argumento planteado anteriormente por la doctrina  en cuanto a la no procedencia de 
recursos, por el carácter voluntario de este tipo de acuerdo, pero la norma salvaguarda 
correctamente las consecuencias que podría traer el hecho de que se deje sin efecto este 
acuerdo, como lo son las multas, interés o liquidaciones de impuesto que se realicen , 
contra las cuales si procederán los recursos correspondientes. 
 
Pero la norma si bien parece muy estricta y un tanto inquisitiva en cuanto a la 
suscripción de este tipo de acuerdos, le da la posibilidad al contribuyente de dejarlo sin 
efecto en caso de que varíen sustancialmente los antecedentes o circunstancias vitales 
que se tuvieron en consideración al momento de la suscripción, renovación o prórroga, y 
que por tanto le causen un perjuicio al suscribiente, en este caso  el contribuyente deberá 
manifestarse expresamente en este sentido, dejando en claro su deseo de dejar sin efecto 
el acuerdo, mediante un aviso por escrito al Servicio, en la forma que este ultimo 
establezca mediante resolución, pasando a quedar sin efecto dicho acuerdo, por el sólo 
aviso, de esta manera se le otorga al Servicio todas las facultades que por ley se le 
confiere en cuanto al control de los Precios de Transferencia, como si el acuerdo nunca 
hubiese existido.  
 
En relación a la presentación de antecedentes maliciosamente falsos en una solicitud de 
acuerdo anticipado que haya sido aceptada total o parcialmente por el Servicio, será 
considerada como delito tributario, y por tal  será sancionada en la forma establecida por 
el inciso primero, del número 4°, del artículo 97, del Código Tributario, vale decir con 
una multa  del cincuenta por ciento al trescientos por ciento del  valor del tributo eludido 
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Estos acuerdo otorgan una garantía al contribuyente que los suscribe, lo prorroga o lo 
renueva, mientras esté vigente el acuerdo, el Servicio de ninguna manera podrá liquidar a 
los suscribientes, diferencias de impuestos por Precios de Transferencia en las 
operaciones que se incluyeron en el acuerdo, siempre y cuando los precios declarados 
por el contribuyente hayan sido declarado por el contribuyente en los términos previstos 
en el acuerdo y sin vicio alguno que pudiese dar lugar a su rechazo, vale decir,  este tipo 
de acuerdo coartan las facultades fiscalizadoras del Servicios de Impuestos Internos.  
 
Otra garantía que se le entrega al contribuyente, respecto del APAs y los antecedentes en 
virtud de los cuales ha sido suscrito y fundamentado, es que quedarán amparados por el 
deber de secreto que establece el artículo 35 del Código Tributario, vale decir quedaran 
sujetos al secreto bancario, todo esto en virtud de la valiosa información  que se pudiese 
acompañar al respecto. 
Sin embargo, el contribuyente podrá autorizar al Servicio la publicación de la 
información aportada y que son lo fundamento por los cuales se suscribió el acuerdo, de 
ser así, se deberá dejar constancia de esta autorización en el acta respectiva, que a nuestro 
parecer debiese ser aquella que emite el oficial del Servicio que conoce la solicitud, 
además si el contribuyente lo autoriza, y mientras se encuentre vigente el acuerdo, podrá 
ser publicado en una nomina de carácter público de “contribuyentes socialmente 
responsables” que mantendrá el propio Servicio. 
 
A pesar que el contribuyente no autorice  ser incluidos en la nómina precedente, no se le 
aplicarán, intereses penales y multa alguna con motivo de las infracciones y diferencias 
de impuestos que se determinen durante dicha vigencia, porque según vimos, uno de los 
efectos que tiene la suscripción de este tipo de acuerdos es que se le garantiza al 
suscribiente que de estar todo en orden, se respetara el precio que conste en el acuerdo,  
salvo que se trate de infracciones susceptibles de ser sancionadas con penas corporales, 
como el supuesto que se haya entregado información maliciosamente falsa y se le someta 
a las penas del articulo 97 número 4 del código tributario, caso en el cual serán excluidos 
de inmediato de la nómina señalada.  
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Lo anterior, no obsta el deber que cae sobre el contribuyente de subsanar las 
infracciones cometidas dentro del plazo que señale el Servicio, el que no podrá ser 
inferior a 30 días hábiles contado desde la notificación de la infracción; y/o declarar y 
pagar las diferencias de impuestos determinadas, y sin perjuicio de su derecho a reclamar 
de tales actuaciones, según sea el caso. 
 
Cuando el contribuyente no hubiese subsanado los vicios mencionados anteriormente  
dentro de los plazos que correspondan, salvo que este haya deducido reclamación 
respecto de tales infracciones, liquidaciones o giros, el Servicio girará sin más trámite los 
intereses penales y multas que originalmente no se habían aplicado. 
En caso de haberse deducido reclamación, procederá el giro señalado cuando no haya 
sido acogida por sentencia ejecutoriada o el contribuyente se haya desistido de ella, es 
decir que no quede recurso alguno o instancia de modificación posterior. 
 
Como hemos observado, la ley 20.630 ha reestructurado de manera completa y eficiente  
nuestra normativa sobre Precios de Transferencia, sin duda ha salvaguardado las 
principales falencias que el antiguo articulo 38 nunca logro, lo que se hace ahora es dar 
seguridad y certeza jurídica a aquel contribuyente, que realiza operaciones con sus filiales 
y por las cuales se cobran precios, la norma recoge de manera fiel las directrices de la 
OCDE sobre la materia, si bien considera estas, las adecua a nuestra realidad impositiva, 
económica y empresarial, pero aun así, subiendo nuestros estándares a niveles 
internacionales. 
Es más, otro punto que se soluciona son las cargas que se imponen a ambas partes que 
participan en este tipo de relaciones, el contribuyente por su parte y por la otra la 
administración tributaria, vale decir el Servicio de Impuestos Internos, por un lado si 
bien en un principio se consideraba que la carga documental que se le solicitaba al 
contribuyente era exagerada, esta no hace más que dar pilares sólidos a los cuales 
sujetarse y enfrentarse a la administración por las decisiones tomadas ,es más, como 
observamos los estudios de Precios de Transferencia no son obligatorios , salvo que se 
quiera suscribir un APAs, y que por ser procedimientos voluntarios, la fundamentación 
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de estas solicitudes debe estar bien garantizada,  por otro lado, además, se focaliza la 
fiscalización de la administración a ámbitos específicos de estas operaciones 
transfronterizas. 
Además hay ciertos gratificaciones en participar de la normativa, como son los Acuerdos 
de Precios anticipados, en donde  se invita a ser parte de estos procesos otorgando una 
serie de garantías al contribuyente que los solicita, como siempre privilegios respecto de 
intereses penales entre otros, aun mas si se hacen parte de la nomina anteriormente 
referida. 
Aspectos a criticar y que fueron mencionados  durante este capítulo, fue el carácter 
inquisitivo que en ciertos momentos adquiere el Servicio, al ser juez y parte, en la 
aprobación o rechazo de ciertas solicitudes, y la incapacidad de recurrir a dichas 
resoluciones, que vulneran ciertamente nuestro derecho a defensa como contribuyente, 
sin más en estas últimas líneas, instamos a que dichas materias se dejen en manos de 
terceros imparciales como los son los Tribunales Tributarios y Aduaneros, no dando 
lugar a posibles conflictos de intereses o mal interpretaciones, dando la oportunidad 
además al contribuyente de conocer los motivos por los cuales se toman aquellas 
decisiones, esperemos que al futuro el Servicios, mediante la dictación de instrucciones 
salvaguarde cualquier situación, o punto gris que se pudiese presentar y que permitan una 
















SERVICIOS INTRAGRUPO. UN ESTUDIO SOBRE NUESTR REALIDAD 
NACIONAL Y COMPARADA 
 
Como hemos venido observando los Precios de Transferencia, son  todos 
aquellos precios que se pagan por una serie de operaciones que se realizan entre 
empresas relacionadas dentro de un holding o grupo de empresas, dentro de estas 
operaciones hay un ítem que es necesario destacar y que a diferencia de otros (como la 
venta de productos) tiene una serie de particularidades. Nos referimos a los Servicios 
Intragrupo. 
La cámara de comercio Chileno – Argentina realizo una conferencia  Titulada “Precios 
de Transferencia Chile/Argentina” en Marzo del 2012, en donde sus oradores Silvia 
Rodríguez y Alejandro Paredes, abordaron diversos aspectos de ambas normativas del 
tema en comento, en esa oportunidad definieron los Servicios Intragrupo como:  
“Servicios efectivamente prestados a una o más compañías de un Grupo multinacional 
por parte de otra compañía del Grupo  dependiendo de si dichos servicios proporcionan 
a las  sociedades receptoras algún beneficio o valor económico o  comercial”. De esta 
definición podemos concluir y reafirmar lo ya mencionado, hay ciertos matice, por 
ejemplo, no todo servicio prestado corresponde necesariamente a un Servicio 
Intragrupo, todos estos detalles los analizaremos a continuación.  
En palabras de Víctor Vásquez, consultor de Deloitte, “La prestación de Servicios Intragrupo 
surge de la tendencia creciente que muestran los grupos económicos – tanto multinacionales como 
nacionales -  de centralizar funciones como la prestación de servicios, con el objetivo de reducir costos 
grupales para poder incrementar sus ventajas competitivas, aprovechando que los costos de comunicaciones 
se reducen”.34 
La matriz de regulación de los Servicios Intragrupo se encuentra contenida en el capítulo 
VII de la Guía de la OCDE sobre Precios de Transferencia denominado “Cuestiones de 
                                                 
34 VÁSQUEZ, VÍCTOR,  “Precios de Transferencia y los Servicios Intragrupo”, Perú, 2004, p.2. 
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aplicación especifica a los Servicios Intragrupo”, en su mismo párrafo 7.1 menciona cual 
es el objetivo del capítulo y que por lo demás, también es objeto de nuestra atención al 
decir: “Este Capítulo analiza los problemas que se plantean en materia de precios de transferencia al 
determinar si un miembro de un grupo multinacional ha suministrado o no servicios a otros miembros de 
ese grupo y, en caso afirmativo, al fijar el precio de plena competencia aplicable a esos servicios 
Intragrupo”.35  Pero antes  de analizar las directrices de la OCDE, realizaremos un análisis  
de cómo nuestra normativa trata el tema. 
 
Servicios Intragrupo en el escenario nacional.  
 
Hay que partir de la base, que lo Servicios Intragrupo funcionan con la misma lógica 
que las  otras operaciones por tanto y desprendiendo esto de la misma norma que regula 
el tema son necesarios dos presupuestos para que den a lugar. 
 
1. Que estos servicios, ya sea prestados o recibidos tengan el carácter de 
transfronterizos y; 
2. Que esta prestación  se dé en el contexto de un holding o grupo de empresa, en 
este caso para determinar esto, se aplican las normas de relación ya estudiadas. 
 
El nuevo artículo 41 E, si bien no dedica párrafos en partículas al tema de los Servicios 
Intragrupo, por analogía hacemos aplicable la misma tratativa, y entendemos  que la 
norma al hacer alusión a “transacciones u operaciones”,  incluye a los servicios, por tanto 
tenemos que recurrir a las normas de la OCDE sobre la materia para resolver temas más 
sustantivos. 
Sin perjuicio de lo último, lo que trataremos a continuación, ha sido en gran medida 
recogido por las autoridades administrativas idóneas, como lo son el Servicio,  que ha 
publicado en una serie de paper o documentos que recogen de igual forma estas 
medidas.  
 
                                                 
35 OCDE (2010) Directrices párrafo 7.1. 




Los lineamientos de la OCDE en materia de Servicios Intragrupo. 
Como mencionamos con anterioridad esta materia se encuentra regulada en el 
capítulo VII de la guía. En su párrafo 7.2, se hace una distinción de los diferentes 
servicios que se pueden prestar, ya sean administrativos, técnicos, financieros y 
comerciales, entre otros.  
Se hace una clara distinción en cuanto a quien puede soportar el costo de prestar el 
servicio en cuestión, inicialmente puede ser la casa matriz, un miembro del grupo 
especialmente designado – denominado por las guías como “centro del servicios del 
grupo” – u otro miembro del grupo o MNE (grupo multinacionales) 
La hipótesis es la siguiente en cuanto este tipo de prestación; una empresa independiente 
que necesite un servicio, puede obtenerlo de un proveedor de servicios, especializado o 
puede encargarse ella misma.  Lo mismo se plantea para las multinacionales, estos la 
pueden adquirir de manera directa o indirecta de empresas independientes o de  
una o varias empresas asociadas del mismo grupo multinacional. 
Planteada la hipótesis es menester ahora realizar un análisis respecto de los servicios 
Intragrupo. Este análisis se haces desde dos perspectivas: 
1. Determinar si el servicio fue realmente prestado y; 
2. Determinar si al remuneración pagada o cobrada por el servicio es de mercado 
En relación al primero punto. Efectividad de la operación.  
 
La lógica es muy clara,  al respecto el párrafo 7.6 resume esta mirada de la 
siguiente forma “Bajo el principio de plena competencia, para responder a la cuestión de si un 
miembro del grupo ha prestado o no un servicio, ejerciendo tal actividad en beneficio de uno o varios 
miembros del grupo, habría que determinar si la actividad supone un interés económico o comercial para 
un miembro del grupo que refuerza así su posición comercia”36. Dicho de otra forma, hay que 
                                                 
36 OCDE (2010) Directrices párrafo 7.6 
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verificar si este servicio supone o no un valor comercial o económico para quien lo 
recibe. 
 
La guía de la OCDE plantea esta hipótesis planteando un  escenario que de ser 
satisfecho, estaríamos en presencia de unos de los presupuestos de los Servicios 
Intragrupo, así,  en el mismo párrafo recién comentado se nos plantea, que si estando en 
condiciones similares, una empresa independiente estaría dispuesta a apagar a otra 
empresa independiente la ejecución de alguna actividad, o si la hubiese realizado ella 
misma, concluye diciendo que si esta empresa independiente, no contrata a ninguna para 
realizarla, si ella misma la ejecuta, no debería considerase por regla general, un Servicio 
Intragrupo, en conformidad al principio de plena competencia que regula todo en 
relación a los Precios de Transferencia37 
Pero ahora cabe preguntarnos lo siguientes, ¿Cómo probamos esto? , según criterios del 
Propio Servicio en un documento expositivo de marzo del 2011 denominado “Servicios 
Intragrupo  - Precios de Transferencia, una realidad en Chile – “en él se establece que es 
necesaria la información y documentación para soportar la constancia entre el servicio 
prestado y el beneficio esperado,  utilizando por ejemplo los siguientes instrumentos: 
registro de gastos, costos y desembolsos relacionados con prestación del servicio, 
facturas, informes, contratos”38. Respecto al punto de los contratos cabe tener presente, 
que al prestarse los servicios entre empresas de un mismo grupo, es posible que las 
formalidades no sean tan rígidas y no sean tan indispensable este tipo de documentos.  
Esto último reafirma que en ciertas materias se aplica el principio o doctrina de 
“Sustancia sobre forma”. 
 
Ahora bien hay que dejar en claro  que si se realiza un estudio de los párrafos del 
capítulo VII, queda en evidencia que la guía hace una distinción  entre que servicios son 
considerados Intragrupo al señalar cuales no son considerados , a lo sumo: 
 
No son considerados como Servicios Intragrupo los siguientes: 
                                                 
37 Ídem 
38 SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS, “Servicios Intragrupo – Precios de Transferencia una 
realidad en Chile – “, Santiago, Chile, 2011, p8. 
Página | 48  
 
1. Beneficio Fortuito.   
2. Servicios de accionistas. (Párrafo 7.9). Funciona en la siguiente manera, hay 
ciertas actividades que puede realizar una empresa que pueden afectar a varias 
empresas del grupo o a su conjunto por completo, sin necesidad que lo 
necesiten.  
“Los servicios que calificarían como “actividades del accionista”, por definición no serian 
considerados como Servicios Intragrupo; pues las actividades  del accionista solo le interesan a 
este y por lo tanto, las subsidiarias no hubiesen estado dispuestas a contratar a un tercero o 
emplear sus propios recursos para realizar tales actividades”39. 
3. Servicios Duplicados (Párrafo 7.11). No deberían considerarse Servicios 
Intragrupo las actividades que acomete un miembro del grupo, por el mero 
hecho de duplicar un servicio que realiza para sí mismo otro miembro del grupo 
o que realiza un tercero por cuenta de este otro miembro del grupo40. Este tipo 
de servicios son procedentes, y por tanto se admiten como Servicios Intragrupo 
cuando: 
3.1 Tienen el carácter de temporal y; 
3.2 Cuando tiene por objeto reducir riesgos de decisiones empresariales 
desacertadas. 
4. Servicios a demanda. (Párrafo 7.12) 
5. Beneficios derivados de la pertenencia a un grupo empresarial. (Párrafo 7.13) 
Básicamente consisten en aquellos servicios  por los cuales se obtienen ventajas 
accesorias que sólo se generan por formar parte de una empresa mayor y no por 
ejercer una actividad específica. Respecto a este punto de igual forma hay que 
hacer una distinción puesto que en ciertos casos estos si son procedentes 
considerarlos como Servicios Intragrupo, y esto es cuando se logra un beneficio 
a través de la promoción activa de las características del grupo multinacional, por 
ejemplo  mediante campañas publicitarias y en razón a estas últimas se les otorga 
un crédito a una de las empresas, pero si es mediante una asociación pasiva, vale 
decir por el solo hecho de pertenecer al grupo, una empresa obtiene una mejor 
clasificación crediticia no se podrá considerar como Servicio Intragrupo, por 
                                                 
39 VÁSQUEZ, Víctor, “Precios de Transferencia y los Servicios Intragrupo”, Perú, 2004, p.3 
40 . OCDE (2010) Directrices párrafo 7.11 
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tanto habrá que atender a los hechos en particular para determinar el caso a caso. 
 
 
Una vez que queda constancia de la existencia del Servicio Intragrupo, hay que observar 
la materia desde otro prisma, el cual analizaremos a continuación.  
 
La remuneración pagada o cobrada por el servicio, corresponde a un precio de 
mercado o no.  
 
Al ser el objetivo, determinar si el precio pagado por el servicio corresponde o 
no a un precio de mercado, usaremos la técnica hasta ahora implementada, colocarnos 
en la posición de una empresa independiente -  esencia del principio Arm's Length - ,y 
como plantea las propia guía de la OCDE “Esto significa que el precio facturado por los servicios 
Intragrupo debería ser aquél que habrían fijado y aceptado dos empresas independientes en circunstancias 
comparables”41. 
 
Uno de los puntos relevante que trata la guía de la OCDE sobre Precios de 
Transferencia dice relación a la verificación de los documentos en donde conste la 
facturación por el Servicio Intragrupo. Así se plantean dos formas de facturación: 
 
1. Cargo directo.  
 
El cargo directo corresponde por ejemplo cuando se cargan directamente 
determinados servicios a las empresas asociadas. Esta modalidad le es de gran utilidad a 
la administración tributaria, ya que les permite identificar  la forma en la cual se hiso el 
servicio como la base de cálculo del pago, en resumen  esta forma de facturación hace 
más fácil la terea de determinar si el precio pagado por el servicio corresponde o no a un 
precio de mercado42.  
                                                 
41 OCDE (2010) Directrices párrafo 7.19 
42 OCDE (2010) Directrices párrafo 7.20 
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La guía  continúa y entabla una especie de presunción, la cual consiste básicamente, en 
que si la empresa presta determinados servicios no sólo a empresas asociadas sino 
también a empresas independientes en condiciones comparables y como una parte 
sustancial del negocio, podría presumirse que el grupo multinacional tiene la posibilidad 
de justificar el cálculo del cargo facturado de manera directa. 
 
2. Cargo indirecto.  
 
Este tipo de facturación corresponde cuando en la práctica ya no es posible aplicar el 
sistema de cargo directo ni tampoco funcionan los otros medios alternativos  que 
pueden utilizar las multinacionales43.  Ante este escenario  a los grupos empresariales no 
les que mas que utilizar el método de asignación y reparto de costes, el problema de esta 
que requiere utilizar valores y estimaciones aproximadas, este método de facturación son 
conocidos como de cargo indirecto.  En si el problema que se presenta en este tipo de 
facturación es que son varias las empresas relacionadas a las que se les cobrara un 
servicio, por tanto y como dispone la guía “Cualquier método de facturación indirecta debería ser 
sensible a las características comerciales de cada caso (por ejemplo, el criterio de reparto deberá ser 
racional en función de las circunstancias), contener cláusulas de salvaguardia contra cualquier 
manipulación, ser conformes con los principios básicos contables y ser capaces de efectuar los cargos o las 
asignaciones de los costes compatibles proporcionalmente a los beneficios obtenidos o susceptibles de 
conseguirse por el destinatario del servicio”.44 
 
Así el problema es evidente, los cargos indirectos dividen los costos, lo que hace difícil a 
las administraciones tributarias determinar el costo real del servicio prestado lo que se 
consagra correctamente en el párrafo 7.2745 , pero como bien enuncia el párrafo 7.23 del 
                                                 
43 OCDE (2010) Directrices párrafo 7.22 
44OCDE (2010) Directrices párrafo 7.23 
45 Cuando se aplica un método de facturación indirecta, puede difuminarse la relación entre lo facturado y 
los servicios prestados y pueden surgir dificultades cuando haya que evaluar el beneficio obtenido. De 
hecho, puede ser bastante probable que la empresa a la que se factura un 
servicio no haya establecido relación alguna entre lo facturado y el servicio. Aumenta pues, el riesgo de 
doble imposición, dado que es más difícil determinar una deducción en concepto de costes incurridos por 
cuenta de los miembros del grupo si la remuneración no puede identificarse de forma directa; o permitir 
que realice el destinatario del servicio una deducción en concepto de cualquier pago efectuado si no es 
capaz de demostrar que los servicios han sido prestados. 
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capítulo VII se plantean una serie de soluciones para controlar esta situación, pero 
principalmente y lo que subyace a modo de principio es que el reparto deberá ser 
racional en función a las circunstancias.  
 
Ahora bien una vez que determinamos que el servicio fue realmente prestado y que la 
remuneración pagada o cobrada por el servicio es mercado, hay que determinar de qué 
forma determinamos lo último.  
Para esto utilizamos los métodos de valoración, en el documento ya mencionado en los 
párrafos anteriores del Servicio de Impuestos Internos sobre Precios de Transferencia, 
nos explica que lo que se busca con  estos métodos es que “el valor pagado o cobrado por el 
Servicio Intragrupo debería ser aquel que habrían fijado y admitido dos sociedades independientes en 
circunstancias comparables, es decir la consistencia del valor cobrado con el principio de plena 
competencia”46 
 
En cuanto a los métodos en particular la guía hace expresa alusión que se deberán 
utilizar los principios contenidos en los capítulos I, II y III de la guía  que ya fueron 
tratados en los capítulos anteriores, por lo demás del estudio de los párrafos 7.31 en 
delante de la guía, concluimos que los métodos más utilizados para verificar el Precio de 
los servicios son:  
 
1. Precio comparable no controlado (CUP). Se empleará un método del precio libre 
comparable cuando exista un servicio comparable prestado por una empresa 
independiente a otra también independiente en el mercado de ésta o por una 
empresa asociada a una empresa independiente en circunstancias comparables. 
Por ejemplo servicios jurídicos 
 
2. Costo incrementado (COST PLUS). Este método se consagra en subsidio del 
método del precio libre comparable, pero solo si son comparables las actividades 
afectadas, los activos empleados y los riesgos asumidos a los de empresas 
independientes, cumpliéndose estos presupuestos, se hace aplicable este metodo. 
                                                 
46 SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS, “Servicios Intragrupo – Precios de Transferencia una 
realidad en Chile – “, Santiago, Chile, 2011, p.13. 
Página | 52  
 
Como se indica en el Capítulo II, al aplicar el método del coste incrementado, 
debería haber coherencia entre las operaciones vinculadas y las no vinculadas, 
para las categorías de costes tomadas en cuenta. 
 
Además  de esos dos que tiene una aplicación más general, existen otros que serán 
utilizados excepcionalmente y dependiendo de los hechos en particular, estos son los de: 
 
1. Partición de utilidades (PROFIT SPLIT) 
2. Margen neto de la transacción (TNMM) 
 
 
Como observamos, en materia de Precios de Transferencia, y en particular a este tópico, 
volvemos a nuestra matriz, la guía sobre Precios de Transferencia de la OCDE, el tema 
de los Servicios Intragrupo que se encuentra regulado en el capítulo VII del cuerpo ya 
citado, a nuestro parecer nos entrega idea generales de cómo debe tratarse este tema, no 
nos da las herramientas suficientes para abordar de manera específica y técnica esta arista 
de los Precios de Transferencia, es mas  el capitulo tiene una redacción dinámica  en base 
a ejemplos, planteándonos escenarios generales, en donde las partes interesadas en estos 
temas deben decantar la información con el objeto de tener  lineamientos a seguir, vale 
decir tanto las administraciones tributarias como los grupos empresariales, deben 
estudiar este capítulo y complementarlo con los demás capítulos de la guía, para así 
obtener un cuerpo a través del cual regular.  
 
Como observamos el estudio de nuestra normativa nacional, no toma en particular el 
tema, sin más, no remitimos nuevamente al capítulo VII de la guía, por lo demás, el 
mismo Servicio toma estos lineamientos en sus exposiciones sobre la materia, es mas a 
nuestro parecer, el tema de los Servicios Intragrupo, dentro del contexto general de los 
Precios de Transferencia, no es más  que un hermano menor, que se rige por las mismas 
normas y principios generales  que las materias sustantivas mismas, como vimos los 
servicios que se prestan entre empresas relacionadas funcionan con la misma lógica, el 
principio de plena competencia o Arms’s length; los métodos de precios, etc. 
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Por lo demás creemos, que hay ciertos aspectos importantes que se deben regular de 
manera expresa, pero que de una u otra forma nuestra normativa actual puede 
salvaguardar, como es el hecho de la obligación de entregar información  respecto de las 
actividades que realizan con sus relacionadas, a su respecto el numeral 6 del artículo 41 
E, que dentro de su contenido obliga a entregar en esa “Declaración”  ciertos aspectos 
como, Información sobre las características de sus operaciones tanto con partes 
relacionadas como no relacionadas, y Los métodos aplicados para la determinación de 
los precios o valores de tales operaciones,  entre otros temas, si extendemos esta norma 
al tema de los Servicios Intragrupo – que debería realizarse si o si -  tendríamos la 
documentación necesaria para acreditar la existencia de un precio pagado o cobrado por 
un servicio, el método que se utilizo, e independiente de la facturación que se utiliza ya 
sea directa o indirecta, la administración tributaria tendrá los elementos necesarios para 



















A lo largo de estos capítulos, logramos observar que en Chile las normas sobre 
Precios de Transferencia  se han ido perfeccionando conforme pasa el tiempo, y sobre 
todo junto a las nuevas prácticas economía. Es así, que desde las modificaciones hechas 
por las distintas leyes al derogado artículo 38 LIR, la emisión de las circulares por parte 
del servicio y la determinante puesta en marcha de la ley 20.630,  hemos manifestado 
nuestra intención de  querer salir de una situación de invalides, y poder volver a caminar 
en busca de estándares internacionales, meta que al día de hoy, hemos alcanzado pero 
con algunos matices.  
Es así como los pocos autores nacionales que tratan la materia de Precios, abogaron por 
una necesidad de cambio, de abrir nuestra norma y recepcionar en nuestra legislación los 
principios que doctrinaba la guía de la OCDE, estándares que en su gran mayoría la ley 
20.630 incorporo en la LIR en su artículo 41 letra E, satisfaciendo el clamor popular. Sin 
más y concluyendo el tema en relación al derogado artículo 38, este era insuficiente y 
poco concreto en cuanto a su aplicación e interpretación, pero el tema en cuestión de la 
tesina no fue ese, sino que si  la incorporación de Chile a la OCDE y la dictación de la 
ley de reforma tributaria fueron suficiente para subsanar la herencia que dejo esta 
paupérrima normativa. 
A nuestro parecer y según lo hemos consagrado más que nada en el segundo y tercer 
capítulo de esta tesina, tanto la incorporación a la OCDE como la dictación de la ley 
20.630, ambas mejoraron sustancialmente y solucionaron los problemas que se 
presentaban, a lo sumo se incorporaron a modo de ejemplo la siguientes cosas: los cinco 
métodos de Precios, se reafirmo el principio de plena competencia, el principio de libre 
elección del método, la extensión de criterios relación a personas naturales, entre otras 
cosas, pero a pesar de esto seguimos considerando que hay matices, imperfecciones de 
técnica legislativa, que hacen necesaria la intervención de algún organismo, a nuestro 
entender, el Servicio de Impuestos Internos. 
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Evidenciamos si, cierta problemática en cuanto a dos temas, en primer lugar el hecho de 
la vigencia de las circulares que emitió el Servicio respecto del derogado artículo 38 
entran en ciertos aspectos, en contradicción con el nuevo artículo 41 E de la LIR, si bien 
algunos autores plantean la idea de una derogación tacita, es menester que el Servicio se 
pronuncie al respecto, en relación a lo último y que consideramos como el segundo 
problema, es que a la fecha el Servicio de Impuestos Internos no se ha pronunciado 
respecto a la materia emitiendo circulares que contengan instrucciones, instrucciones que 
para nosotros, son indispensables para generar una sola línea de interpretación. 
Por otro lado un segundo tema importante que tratamos, fue en relación al capítulo 
cuarto, este acápite trato sobre los Servicios Intragrupo y su regulación en nuestro país, 
básicamente en el art. 41 letra E no hay párrafos que versen directamente sobre este 
tópico, por tanto se aplican las normas generales, en especial el capítulo VII de las guía 
de la OCDE que entrega criterios que deben tomarse en consideración para establecer 
una política de Precios. 
En cuanto a la suficiencia de la norma en esta materia, a nuestro parecer satisface ciertas 
actitudes materiales y formales, pero aun así queda abierto al debate e interpretación el 
hecho de que por ejemplo, si entre empresas relacionadas se prestó efectivamente el 
servicio o no, en teoría parece fácil de determinar, pero al momento de realizar una 
auditoría sobre Precios de Transferencia es lo más difícil , porque en muchos casos y 
como consta en la tesina, no hay entregables específicos ya que los Servicios Intragrupo, 
son actividades de revisión rutinaria. Además otro caso complicado, es determinar cuáles 
son los gastos y costos indirectos, es decir, aquellos que no necesariamente se pueden 
ligar a la prestación de servicio, esto se soluciona a nuestro parecer por dos formas, 
primero solicitando la  documentación necesaria que acredite los gastos y costos para 
asociarlos directamente a un servicios o establecer reglas de reparto que reflejen lo mejor 
posible el beneficio de cada entidad que recibe el servicio en cuestion. A nuestro parecer, 
este es uno de los principales puntos que quedaron fuera de la reforma, porque no da 
ninguna referencia sobre los criterios de asignación de gastos, dejándolo a criterio del 
contribuyente lo que puede generar incertidumbre para este último, y es posible que en 
un caso de una auditoría de Precios, el Servicio pudiese no estar de acuerdo y realizar un 
ajuste de PT o incluso rechazar el gasto. 
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Por tanto podemos concluir de manera definitiva, que los cambios realizados subsanan 
en gran medida nuestros problemas, pero se hace necesario algo, una mayor 
participación por parte del Servicio, en la dictación de circulares que alineen todos los 
presupuestos que se puedan dar en esta temática, para efectos que el contribuyente como 
la administración tributaria apliquen los mismos criterios, por lo demás consideramos 
que en materia de servicios esta el gran problema, encontramos insuficiente la normativa, 
es necesario precisar y normar ciertos criterios para solucionar los problemas recién 
comentados, y a nuestro parecer esto corresponde en gran medida, al Servicio de 
Impuestos Internos, es este el organismo llamado  a uniformar directrices, como lo hiso 
en su oportunidad con el artículo 38, pero ahora con una normativa que le da las 
herramientas suficientes para tener un cuerpo legal de primer nivel sin problema alguno, 
otorgando la anhelada certeza jurídica definitiva, que por estos infortunios se nos sigue 
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